         Este libro quiere comenzar y comienza en Málaga porque tal vez lo que ha ocurrido y ocurre en esta ciudad sea un resumen claro aunque muy complejo de las consecuencias de la corrupción policial. 
Para empezar a desentrañar toda esa maraña de casos, vinculados entre sí,  que ha llevado a la indignación a muchos de los propios agentes de la guardia civil  uno tendría qué preguntarse cuál es el nexo que une a un asesinato de violencia de género, dos presuntos asesinatos de dos jóvenes colombianos, un caso de narcotráfico que salpica a varios miembros del EDOA  de Málaga  (Equipo de delincuencia organizada y antidrogas) , precisamente los encargados de luchar contra este tipo de delincuencia,  un caso de presunta corrupción en el SEPRONA de la guardia civil de Málaga (Servicio de protección de la naturaleza) , el caso del mayor alijo de armas ilegales incautadas en España en el pueblo malagueño de Roncón de la Victoria y un caso de presunta corrupción urbanística que afecta al ayuntamiento de la ciudad malagueña.  Aparentemente todos dispares. Pero sólo aparentemente.  Enseguida comprenderemos por qué el servicio de asuntos internos de la guardia civil ha bautizado todo con un solo nombre: operación telaraña.
La hermana, la madre y todos los amigos y familiares de Lucía Garrido han mantenido y mantienen  una lucha sin cuartel para esclarecer cuáles fueron los verdaderos motivos que se esconden tras su brutal asesinato ocurrido en la finca Los naranjos situada en la localidad malagueña de Alhaurín de la Torre en abril de 2008.  Una lucha que , como suele pasar con frecuencia en nuestro país, adquiere caracteres épicos y heroicos cuando uno se ha de enfrentar al muro del silencio, de la incomprensión o  de la humillación de la propia administración del estado. Nadie podría creerse el calvario sufrido por esta familia por parte de aquellos que en teoría están para todo lo contrario, esto es, para contribuir al esclarecimiento de los hechos y asentar una verdad policial/judicial. Nadie podría creérselo de no ser porque la verdad se va abriendo paso y los hechos empiezan a ser incontestables. Nada de lo ocurrido a esta familia es razonable que suceda en un estado democrático con unas fuerzas de seguridad al servicio de la ley. Pero las cosas son como son y a la familia de Lucía le ha tocado vivir posiblemente la peor de las corrupciones: la policial.  Y no sólo eso. Ha conocido de primera mano el silencio, cómplice o no, (el lector juzgará) de otras instituciones, el miedo y la falta de integridad de muchas personas y ha dejado ver que aún vivimos en una sociedad atemorizada que no es capaz de sobreponerse y responder a unos hechos denigrantes a pesar de las evidencias. 
 El calvario sufrido por Lucia Garrido se remonta unos años antes de su asesinato  cuando empezaron los conflictos con su entonces pareja Manuel Alonso Herrero.  Este y Lucia habían levantado una casa trabajando duramente , poniendo ladrillo tras ladrillo, en una finca que Manuel había adquirido en Alhaurín de la Torre. Por aquellas fechas eran una pareja enamorada, ambos tenían una hija en común, Sara, que en la actualidad tiene 18 años. 
En un principio la finca se convirtió en un criadero de perros pero fue un negocio que atravesó por dificultades económicas. Manuel Alonso conocía al entonces teniente del SERPRONA Alonso Gómez Ocón. La historia de este teniente es singular. Tiempo atrás había sido implicado en una causa seguida en el juzgado 14 de Málaga, la denominada operación Seprona, en la que se investigaba la relación del mando de la guardia civil con el empresario Rafael García Bueno y su empresa de expedición de certificados medioambientales de nombre ECMA. En concreto se investigaba si el teniente de la guardia civil favoreció al empresario en detrimento de otras empresas y si hubo alguna especie de extorsión para obligar a los empresarios del sector a que pasaran por “taquilla”, es decir, que fuera ECMA la empresa que les hiciera los certificados, so pena de someterse a inspecciones duras y sus consecuentes multas. (Ver denuncia desaparecida). Como tantas y tantas veces en distintos casos de corrupción policial la causa fue archivada, bien por no hallar indicios de delito en la actuación del agente, cosa lógica y normal, o bien, porque a determinados jueces y fiscales  les parece menos problemático mirar para otro sitio cuando hay agentes de los cuerpos de seguridad por medio.
El teniente Gómez Ocón trabó  amistad con el dueño de la finca Manuel Alonso herrero y en vista de las dificultades económicas por las que atravesaba su criadero de perros le propuso ponerle en contacto con su antiguo amigo Rafael García Bueno.  El fin de esta nueva relación era proporcionar el dinero suficiente a Manuel Alonso para que este reconvirtiera su criadero de perros en un centro de acogida de animales a nivel regional para lo cual era necesario hacer una inversión y acoplar las instalaciones para su nuevo uso. El teniente Gómez Ocón, según informes posteriores a los hechos del servicio de asuntos internos de la guardia civil, fue el artífice de tal reconversión, realizando las gestiones precisas para conseguir todos los permisos administrativos y garantizando el éxito del centro pues él mismo se encargaría de aportar los animales necesarios con la consiguiente subvención. Lo que todos ignoraban es que sus conversaciones estaban ya siendo grabadas por agentes de policía judicial de Málaga en una causa instruida en otro juzgado de la ciudad. Y en ellas se hace referencia explicita a las compensaciones económicas que recibiría el teniente por sus gestiones. (completar “te doy ocio”)
Hasta aquí todo podría parecer un asunto de corruptelas entre agentes de la guardia civil, aprovechándose de sus funciones, y unos empresarios, ávidos de conseguir beneficios gracias a sus contactos oportunos. Pero el negocio de la fauna ocultaba algo mucho peor. (Para desentrañar todo lo que presuntamente se escondía tras tantos animales  es necesario que el lector se arme de un poco de paciencia. )
La relación entre Manuel Alonso y el teniente empezó a ser fluida y beneficiosa para ambos. No sólo eso. Otros agentes de su unidad empezaron también a colaborar en la finca.  En el año 2006 las relaciones de pareja entre Lucía y Manuel Alonso se deterioran. Manuel tiene una nueva amante ucraniana a la que quiere meter a toda costa en la finca y sustituirla por Lucia. Los malos tratos y las amenazas empiezan a florecer.  Años atrás , siendo su hija muy pequeña, ya  había presentado una denuncia por lo mismo , pero en aquella ocasión la retiró. El momento de reconciliación que siguió a aquella disputa fue aprovechado por Manuel para cambiar la titularidad de la finca y ponerla exclusivamente a su nombre, sirviéndose de un poder otorgado por Lucia. Con frecuencia acude al cuartel de Alhaurín para presentar denuncias. Según su hermana Rosa, en muchas ocasiones no le hacen caso, o esquivan elevarlas al juzgado. Lucia se ha vuelto un testigo incómodo de todo lo que sucede en la finca. Quieren que se vaya de allí.  Vive sometida a un régimen de terror. Le pinchan las ruedas del coche, su compañero le escamotea el dinero. Antes de que su hija salga de la casa para llevarla al colegio revisa una y otra vez su vehículo. No se fía. Es posible que una serpiente o un animal peligroso anden sueltos. Tampoco se atreve a abrir las ventanas de la vivienda. La casa huele a cerrado, pero su temor alcanza ya el grado de psicosis. Es posible que la cuelen algún animal si las abre. Acude a los juzgados, al ayuntamiento, a las instituciones que velan por el maltrato. No hay respuesta positiva para ella. Un juzgado de Málaga la deniega medidas de protección en el año 2007, un año antes de su asesinato. Así de crudo resulta leer el auto de la juez a día de hoy.
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A pesar de todo  hay una pequeña victoria que de poco va a servir. Un juzgado de Málaga le reconoce a ella y a su hija el derecho a disfrutar de la vivienda. Manuel no la puede echar aunque eso vaya a suponer  su sentencia de muerte. 
Lo curioso del caso es que los propios guardias civiles que trabajan de manera presuntamente ilegal para Manuel son testigos del drama de esta mujer. Nadie aporta ni un poco de humanidad para resolver esa situación. Alguno incluso testifica a favor de Manuel Alonso en las  denuncias sobre maltrato. Su hermana Rosa cuenta que incluso un guardia civil que acudía por las tardes a la finca y que veía el frío que pasaba en la casa se negó a darle una estufa que utilizaba para mantener el calor en la estancia de los animales. 
Los amenazas de muerte continúan. Lucía teme que su compañero sentimental las lleve a cabo, más en una casa repleta de escopetas y rifles.
Acude de nuevo a presentar una denuncia. Pide que se le retiren las armas. Pocos días después aparece un agente de la guardia civil vestido de paisano, con su coche particular, repleto de bolsas del supermercado. Es el encargado de requisar las armas. Lucia no se lo cree.
.- Pero ¿esto es serio? Pregunta confusa. 
No hay parte, no hay atestado, no hay nada. Sólo mas temor.
Cuando su hermana Rosa habla por la noche con ella se escuchan de fondo unos ruidos atronadores. Son los leones, los tigres. Manuel lleva varios días sin darlos de comer. El sonido de los mamíferos impregna toda la finca de un eco mortal. Es otra manera de martirizarla. 
De vez en cuando mi hermana me contaba que por la noche oía el ruido de un helicóptero aterrizar en la finca, dice Rosa. Un helicóptero oficial de la Junta de Andalucía. Eran personas que venían a cazar con nocturnidad y alevosía. Mataban a algún león dentro de la jaula y luego se hacían la respectiva foto en el exterior. Todo eso y muchas más cosas ya no se podrán demostrar por la cantidad de años que han pasado y la cantidad de pruebas que han destruido.
Lucía lleva siempre con ella algo que considera su tesoro. Una carpeta repleta de documentos. Es su salvoconducto. Allá donde va viaja con ella. Manuel, su compañero, se jacta entre sus amigos de que la vida de una persona vale poco más de tres mil euros. Días antes de morir Lucía le confiesa a su hermana el temor a ser asesinada.
.-  Si me pasa algo, quédate con mi hija, no la dejes aquí. Pero Rosa cree que todo es producto de la tensión en la que vive. 
.-No creí que Manuel fuera capaz de asesinarla, teniendo en cuenta lo mucho que le gustaba el dinero y la buena vida. 
Y en efecto, él no fue el autor material del crimen. Aquella mañana del 30 de abril de 2008 Manuel Alonso tenía todo meticulosamente preparado. Salió temprano de casa. Le acompañaba su nueva pareja ucraniana, la que hoy es su mujer.  Ambos se dirigieron al parque zoológico de Castellar de la Frontera en Cádiz. Manuel paró a repostar su vehículo en varias gasolineras del trayecto. Un hecho un tanto incomprensible a no ser, según la investigación desarrollada ulteriormente, que buscara expresamente que su imagen quedara grabada por las cámaras de seguridad de los establecimientos en los que se detuvo. Con cámaras y testigos que acreditaban que esa mañana no había estado en la finca él quedaba libre de toda sospecha. 
Aquella misma mañana la situación vivida por Lucia fue un tanto diferente.
Después de llevar a su hija al colegio se sabe que compró a las 10, 27 un perfume en un comercio de Málaga.  A las 12, 20 su reloj se paró sumergido en la piscina de la finca. Y con él, su propia vida. En el lapsus de esas dos horas alguien que tenía acceso a la finca, probablemente con una llave de la vivienda lateral, la estaba esperando oculto en algún sitio. Cuando la vio entrar fue directamente a atacarla. No tuvo ocasión de defenderse. Fue acuchillada y golpeada brutalmente con un ladrillo en la cabeza. Luego fue arrojada a la piscina donde murió por asfixia. Ya no pudo ir a recoger a su hija al colegio. Todos sus temores se habían cumplido. 
Aparece entonces en escena un nuevo guardia civil que con el tiempo adquirirá un protagonismo relevante. Se trata del teniente Valentín Fernández, responsable de la unidad de policía judicial  en Alhaurín y encargado de la investigación  sobre el asesinato de Lucía. En los años 90 su nombre apareció vinculado a un caso de corrupción policial en Zaragoza, aunque nunca fue detenido ni imputado. Su voz aparece en una conversación con una mujer dedicada al narcotráfico. Tras casarse con una hija de un coronel de la benemérita que vivía en Alhaurin fue destinado precisamente a Alhaurin.
A resultas de lo que más tarde se supo aquella investigación iniciada por el teniente fue todo menos una investigación. Rosa siempre recuerda la escena del crimen aquella mañana. Allí no hubo o ella al menos no lo recuerda ningún equipo de policía científica recogiendo pruebas, aunque si muchos coches de la guardia civil y del juzgado. Lo que si recuerda es la imagen del teniente vestido con pantalones vaqueros y un chaleco azul hablando por teléfono.  Otro dato que se quedaría grabado en su memoria es lo que le contó un tío suyo. Aquella noche, después de enterarse de la muerte de su sobrina, este acudió a la finca. No sabía si allí podría encontrar a algún familiar. Era ya tarde. Casi las dos de la madrugada. Cuando llegó  se encontró con la casa abierta, todas las luces encendidas, un agente bebía un vaso de leche en la puerta de la vivienda. No le dejaron entrar.
Tanto el móvil como el bolso de Lucía no aparecieron nunca. También desapareció lo que ella consideraba su salvoconducto, su tesoro: la carpeta que con tanto celo guardaba y a la que llevaba a todos lados. 
Hasta ese momento Rosa, la hermana de Lucía, era una ciudadana normal que creía en la justicia y confiaba en la honradez de las fuerzas de seguridad. Pero todo lo que sucedió a raíz del asesinato de su hermana la sumergió en un mundo de recelos, sospechas e incertidumbres. 
Para empezar no entendía cómo el reloj de Lucía fue directamente a la clínica forense y no fue retenido como prueba por la guardia civil. Y es que aunque parezca sorprendente, dice ella, quisieron aplicarla un protocolo de suicidio. Eso es lo que nos insinuó el agente instructor. Nos tomaron por tontos. Resulta que aparece acuchillada, con un golpe en la cabeza, ahogada en la piscina y nos insinúan que se ha podido suicidar. Esta insinuación evidentemente no coló y  no aparece en el atestado. Pero nos trataron muy mal. Yo no entendía nada. Éramos las víctimas. Cambiaron varias veces de instructor.  (brigada Miguel)Y cuando pedíamos que el nuevo instructor nos dijese su nombre nos contestaba Juan. Pero Juan.. ¿qué más?, respondíamos nosotras. Sólo Juan. Nosotros ya en tono de humor, el poco que nos iba quedando, le decíamos; ¡pues nada se llama Juan el Único¡ 
Las sorpresas se iban acumulando. El abogado de Lucía renunció a seguir con el caso. Tuvieron que contratar a un nuevo letrado que también desistió  aduciendo que una mano negra movía todo este asunto. Ningún abogado quiso asumir el caso. La soledad de Rosa, la preocupación, iban en aumento. El juzgado número cuatro de Málaga, encargado de instruir la causa por el asesinato de Lucía, sufrió un inusual baile de jueces. Hasta cuatro pasaron por él en el transcurso de la investigación. Era imposible hablar con ninguno de ellos. Una de las secretarias judiciales, ante la desesperación de la familia, sugirió a Rosa en voz baja que airearan el caso. En un principio Rosa no entendía qué es lo que tenían que airear. Luego ya si lo comprendió todo. O aireaban el caso en los medios de comunicación o aquello quedaría empantanado en la sórdida maraña policial/judicial. 
Rosa trabaja como dependienta en unos grandes almacenes de Málaga. Su nómina es de mil euros al mes. Ella peleó con uñas y dientes para que su sobrina, Sara, la hija de Lucía, permaneciera con ella, en contra del criterio de psicólogos forenses, fiscales y jueces. Como la implicación de su padre, Manuel Alonso, no estaba ni mucho menos acreditada, en base a la investigación policial, casi todos eran partidarios de devolvérsela a él. Todos menos un juez de familia que confesó a Rosa que se estaba creando muchas enemistades por mantener el criterio de que la niña debía de permanecer con ella, lo que finalmente ocurrió. Volveremos a saber más cosas de la insólita  pelea de Rosa a favor de los derechos de su sobrina. Pero es necesario que nos detengamos en este punto porque en abril de 2009, es decir, un año después del asesinato de Lucía la misma finca en la que fue asesinada, Los Naranjos,  va a ser protagonista de otros hechos dramáticos.
 


Aquella noche del 25 de abril de 2009, Manuel Alonso se encontraba en su finca solo. Alertado por los perros, en torno a las diez y media de la noche, salió armado con una escopeta. Entonces se encontró con dos individuos de nacionalidad colombiana armados con los que mantuvo un supuesto tiroteo a resultas de los cuales los dos intrusos fallecieron por los disparos efectuados por Manuel. Esta fue su declaración el día de los hechos. 
El colombiano Derian José Morales Morales fue la primera persona con la que se topó. Es de estatura inferior al segundo. Este joven portaba una pistola Walther (dato importante a tener en cuenta como mas tarde se verá). Según el testimonio de Manuel Alonso este le apuntó a lo que él respondió apuntándole a su vez.  Entonces retrocedió hacía la puerta de acceso de vehículos, diciéndole al colombiano que no le disparara, que se marchaba de allí, pero que el joven no hizo caso y disparó por lo que tuvo que responder con su arma. En ese momento, continúa su relato, apareció otro individuo disparando (Edward Andres Gómez Tavares)  que portaba un revólver Smitch and wesson y al que también tuvo que responder con otro disparo de escopeta. Derian José Morales recibió un disparo en el pecho y antebrazo izquierdo; su cómplice, Edward Andrés Gómez ,lo recibió en el costado derecho. Según Manuel los dos colombianos se encontraban a una distancia de siete metros cuando recibieron los disparos. Recuerda que ambos se quedaron de pie, sin decir nada, por lo que pensó que podrían llevar chalecos antibalas. Inmediatamente después de disparar saltó la valla y se dirigió a pedir ayuda a los vecinos, aunque en el camino observó la permanencia en el lugar de un vehículo con dos personas dentro. Cuando por fin llegó a la vivienda de su vecino, José Rueda, le dijo que llamara a la guardia civil. Mientras esperaban la llegada de los agentes Manuel quitó el cartucho que aún contenía su arma. 
El encargado de realizar la investigación sobre lo que allí había ocurrido fue de nuevo el teniente Valentín Fernández, como jefe de policía judicial, el mismo que estaba llevando en ese momento, la supuesta investigación sobre el asesinato de Lucía. 
La versión de la guardia civil añade puntos de intriga a la efectuada por Manuel. Según esta, Manuel disparó a los dos colombianos en el camino de acceso de vehículos a la finca existiendo dos charcos de sangre en este camino. Siguiendo el reguero de sangre los investigadores concluyeron que los dos colombianos se dirigieron a un plano superior y distante unos siete metros desde donde se parapetaron y dispararon en dirección hacía donde se hallaba Manuel. Después de producirse estos disparos los dos jóvenes se dirigen hacía el interior de la finca dejando manchas de sangre y caen sin vida.
Tanto la versión de Manuel como la de la propia guardia civil dejan numerosos puntos sin aclarar. Para no resultar excesivamente prolijos intentaremos hacer un resumen lo más sencillo posible. 
Para empezar la ubicación de los casquillos y de los proyectiles no se corresponde con el lugar donde en teoría se efectuaron los disparos. 
Se sabe que los dos colombianos dispararon hasta en ocho ocasiones. En ninguna de estas ocasiones y a pesar de que se encontraban  a una distancia de entre dos y cinco metro de donde se hallaba Manuel no acertaron en ninguna ocasión. 
Manuel declaró que una vez que disparó a los colombianos, estos se quedaron de pie, sin decir nada, mientras él abandonaba el lugar. Entonces ¿ cómo se explica que estos de desplazaran a otro lugar para hacer frente a Manuel si ya estaban heridos de muerte? ¿cómo es posible que pudieran efectuar el mínimo desplazamiento , es decir, ascender una cuesta y recorrer 20 metros, si uno llevaba el taco del cartucho incrustado en el corazón y el otro en el pulmón, además de la abundante pérdida de sangre que eso supone? ¿cómo es posible que en ese estado pudieran portar sus armas sin que se les cayeran de las manos hasta fallecer?
¿cómo es posible que la pistola que llevaba José Morales Feria apareciera por encima de su cabeza a unos 30 centímetros  cuando en la postura en la que se encontró este tenía los brazos debajo del pecho? ¿cómo es posible que con unas heridas como las que presentaban, con abundante pérdida de sangre, tuvieran sólo unas gotas en un zapato?
En la autopsia aparecen lesiones erosivas en el cuerpo de José Morales Feria que pueden ser compatibles con la caída, pero también lo pueden ser por un posible arrastre de los cuerpos, teniendo en cuenta que aparecen pequeñas piedras (grava) en el interior de la boca, propias del lugar donde sucedieron los hechos, erosiones en cara y dorso de las manos y una mancha marrón en la parte delantera del bañador de uno de los colombianos. Una caída en la zona de abundante grava donde se hallaron lo cuerpos difícilmente podría causar este tipo de erosiones, dado que la densidad de este material amortiguaría el golpe. Mas bien habría que situar este tipo de lesiones en la zona de entrada de vehículos de la finca donde se encuentran las primeras evidencias de que allí se iniciaron los hechos con abundante pérdida de sangre.  Todo estos indicios le llevan a uno a preguntarse si no es más lógico pensar que los cuerpos pudieron ser arrastrados, lo que explicaría el hallazgo de las piedras dentro de la boca y la ausencia de sangre en los zapatos. Incluso el arrastre podría haber originado la misteriosa mancha que aprecia el forense en el bañador. 
Pero aún hay más. Nadie ha podido explicar por qué no se sacaron las huellas que aparecían en el arriate en la inspección ocular practicada por la guardia civil para poder saber a quien correspondían.  Y tampoco nadie ha podido aclarar cómo es posible que en la pistola Walther  (un arma inutilizada y vuelta a reparar) con la que uno de los colombianos disparó a Manuel no aparezcan restos de adn suyos y si de una persona aún sin identificar.
A Edwar Andrés Gómez se le encontraron unas llaves envueltas en un papel. Estas llaves fueron fotografiadas y posteriormente desaparecieron sin poderse cotejar con las de la finca y con las que utilizaba Lucía Garrido antes de su asesinato. ¿A nadie le extrañó su desaparición?
Otro dato curioso es que cuando a Manuel Alonso se le hizo la prueba de la parafina no presentaba restos de disparos en la mano derecha,(si, en la izquierda) siendo esta la más cercana a la ventana de expulsión y por tanto la más expuesta a los gases. ¿cómo es posible? ¿no resulta extraño? Mucho más si sabemos que Manuel Alonso es diestro y que la escopeta repetidora que utilizó es precisamente para diestros. Además en el salón de la casa había otra escopeta recostada sobre la pared a la cual no se realizó ninguna prueba de huellas ni de adn. Puesto que en la pistola supuestamente utilizada por uno de los colombianos aparecieron restos de adn de una persona sin identificar, no es descartable que esas otras armas tuvieran también restos de esa misma persona, lo que significaría situar en el lugar de los hechos a una cuarta persona. 
Lo que si apareció muy cerca de los cadáveres fueron una maza y un solo guante. ¿por qué una maza en ese lugar? En el momento de producirse los hechos había en la finca cuatro grandes felinos. Uno de los jóvenes colombianos muertos recibió hasta  10 llamadas de móvil una vez que ya se encontraba sin vida. ¿pudieron estas llamadas hacer desistir a alguien de la intención de triturar los cadáveres para dárselos a comer a los felinos, por suponer estas llamadas la presencia en las inmediaciones de más personas?
¿por qué no se localizó al dueño del pasaporte ucraniano encontrado en la finca de Manuel Alonso? A día de hoy nada se sabe de su paradero.
¿Se investigaron las llamadas entrantes y salientes de los móviles de los colombianos y las de los teléfonos de Manuel Alonso?
Y ¿qué pasó con el coche en el que llegaron los dos colombianos? ¿quién se lo llevó de allí? Curiosamente el vehículo Peugeot 207 en el que llegaron los colombianos fue multado esa misma mañana a la altura de la localidad de Bailén. En el viajaban los dos colombianos. El coche se encuentra a nombre de una ciudadana gallega que reside en Pontevedra y estaba encartado en una investigación por la guardia civil de aquella localidad en una investigación sobre una banda de colombianos dedicada al robo en viviendas. 
Pero ¿fue realmente el móvil del robo en una vivienda lo que llevó a estos dos jóvenes colombianos a desplazarse a cientos de kilómetros para robar en una finca perdida de la sierra de Málaga?
En las diligencias instruidas por la guardia civil se hace referencia a un informe de la UDYCO sobre un posible robo de droga. Sin embargo, ese informe aparece sin firmar y esas sospechas no se fundamentaron dado que no apareció ni un solo gramo de cocaína según la investigación.
A pesar de todas estas dudas, planteadas evidentemente por agentes de la guardia civil a quien esto escribe, no conformes en  cómo se desarrolló la investigación, el caso se archivó provisionalmente. La suerte volvía a sonreír a Manuel Alonso. La tesis del robo del domicilio y el de la defensa propia triunfaron sobre todo lo demás. 
En auto del juzgado número 10 de Málaga con fecha veintiuno de diciembre de 2009  se reflejan estos motivos.
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Pero todavía sucedieron cosas mas sorprendentes. La causa por el asesinato de Lucia fue sobreseída, archivada, en mayo de 2009, es decir, días después de los hechos narrados por la muerte de los dos jóvenes colombianos. Ningún mando de la guardia civil del equipo de policía judicial que instruía las dos causas  alertó al juzgado sobre estos hechos, lo que probablemente hubiese retrasado su archivo o hubiese impulsado nuevas vías de investigación.  Se consideraron causas inconexas. Como mas adelante veremos nada más alejado de la realidad.
En noviembre de ese año otro juzgado, esta vez el número 8 de la ciudad de Málaga,  dirimía sobre la indemnización que correspondería a la hija de Lucia tras el fallecimiento de su madre, dado que antes de morir existía un proceso de separación. Pues bien para sorpresa de Rosa, la hermana de Lucía, uno de los testigos que acudió a declarar a favor de Manuel Alonso y en contra de los intereses de la menor  fue el teniente del SEPRONA Alonso Gómez Ocón. Sin el menor miramiento, el mando de la guardia civil testificó en contra de Lucía argumentando que ésta no tenía ningún tipo de actividad laboral en la finca.  
Para Rosa era un nuevo mazazo. No podía entender que alguien que vestía uniforme y estaba al servicio de los ciudadanos pudiera declarar ese cumulo de falsedades como mas adelante se vería. Lucía trabajaba desde primeras horas de la mañana en el cuidado de los animales. Llevaba, según su hermana, una vida de auténtica esclava. Apenas salía de la finca.
Aún la recordaba poniendo ladrillos desde primeros horas del día para levantar la casa en la que esperaba ser feliz junto a su compañero Manuel. Y no sólo era por Lucía. ¿cómo era posible que un mando de la guardia civil se prestara a semejante juego para ir en contra de los intereses de una niña que se había quedado huérfana y desatendida por su padre? ¿por qué estos agentes se ponían del lado de Manuel Alonso, no sólo para quitarle la indemnización a su hija, sino para protegerle también en las numerosas denuncias que Lucía puso por malos tratos y en las que testificaron en su contra?
No sólo eso. Rosa y su familia fueron constantemente desacreditados. Se les tildó de chusma, de drogadictos, por muchos de aquellos agentes que debieron protegerles. Fueron momentos muy duros.
En aquellos momentos la hermana de Lucía ya sabía que se enfrentaba a algo que sobrepasaba con creces su capacidad de actuar. Tenía enfrente a un enemigo muy poderoso, alguien capaz de distorsionar  la realidad, de manipularla, con la máxima impunidad.  Cuando en un estado democrático las instituciones de tan la espalda sin razón  quedas absolutamente abatido.
Tras el archivo del asesinato de Lucía y posteriormente el de la muerte de los jóvenes colombianos, todo parecía condenado al silencio, al abandono, al triunfo de la mentira. Cuando uno analiza este caso tan actual, (aún cuando se escriben estas páginas la verdad no ha hecho mas que empezar a asomar tímidamente) uno se pregunta si habrán ocurrido otros casos parecidos en el pasado, todavía con mayor impunidad, si alguien que lleva placa y pistola, al servicio de los ciudadanos y de la democracia, es capaz de falsificar atestados, pruebas o de poner a su servicio personal o de terceros, el inmenso poder con que les dota la ley. 
Afortunadamente para Rosa y su familia otros hechos, otra investigación iban a servir de puente para que no perdieran la esperanza. 





El servicio de Asuntos Internos de la guardia civil puso en marcha una investigación en la provincia de Málaga sobre una presunta red de narcotraficantes en los que se presumía la complicidad de varios agentes de la benemérita. Para aquel entonces el teniente Valentín Fernández, el mismo que había instruido las dos causas ya narradas, era el responsable del EDOA  (Equipo de delincuencia organizada y antidrogas) en la comandancia de Málaga. Durante más de 1 año Asuntos internos vigiló, controló y grabó con autorización de un juez de Málaga todos los movimientos de  un grupo de narcos y sus relaciones con los agentes. Entre estos agentes investigados figuraba el teniente Valentín. Entre el grupo de presuntos narcos dedicados al tráfico de droga se encontraba  Manuel Alonso Herrero. La operación policial que desbarató todo este entramado se desarrolló en diciembre de 2010.  Tanto Manuel Alonso como el teniente Valentín fueron detenidos e imputados en la misma causa, en un proceso  que se conoce con el nombre de EDOA y cuyo juicio comenzó a finales de 2015 en la Audiencia Provincial de Málaga y sentó en el banquillo a cinco miembros del instituto armado: un comandante, un teniente, un sargento y dos agentes, además de otros treinta imputados.
Los guardias civiles fueron acusados de los delitos de encubrimiento, revelación de secretos, robo, proposición para cometer delitos de tráfico de drogas, contra la salud pública, blanqueo y cohecho. En el momento de redactar estas páginas el juicio continúa celebrándose en la Audiencia Provincial de Málaga.
Pero conviene que nos detengamos brevemente  en algunos aspectos de esta causa judicial  pues la finalidad de este libro no es otra que la de radiografiar algunos comportamientos de los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad del estado para que en un futuro se puedan extraer las consecuencias oportunas en aras de conseguir una sociedad más limpia y transparente.
En el auto judicial fechado el 6 de junio de 2012, el titular del juzgado de instrucción número 12 da por concluida la investigación y narra los presuntos delitos a los que se enfrentan los encausados, siempre manteniendo su presunción de inocencia dado que aún no han sido juzgados. Detengámonos en el apartado 1º : Revelación de secreto de operación policial en curso. En él se dice lo siguiente:
“Con motivo de la investigación que se venía desarrollando por el Grupo Segundo de la Sección del GRECO Costa del Sol junto al Grupo segundo de estupefacientes de la UDYCO Costa del Sol en el juzgado de Instrucción número cinco de Torremolinos, diligencias previas 2822/09, ante la presunta existencia de una organización por compuesta por ciudadanos españoles y marroquíes dedicados al tráfico de droga en playa, y que actuaban presuntamente en connivencia con guardias civiles para dar cobertura o desembarco de estupefacientes, entre los que fueron identificados Francisco Gómez Navarrete y Juan Jesús de las Heras se tuvo conocimiento por parte de la Policía Nacional en fecha 15-10.2009 a través de los canales de comunicación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado , los cuales están centralizados en el centro de Inteligencia contra el Crimen Organizado (CICO), de la existencia de otra investigación denominada SABINA llevada a cabo por el EDOA de la Guardia Civil de Málaga, donde se investigaban a alguna de las personas que también eran investigados por los citados grupos de la Policía Nacional.  Ante ello la investigación se desarrolló a partir de ese momento de forma conjunta y coordinada entre los grupos mencionados pertenecientes a CNP y el EDOA de la Guardia Civil de Málaga. Dado que no estaban identificados plenamente todos los miembros de la guardia civil que presuntamente estaban participando en el mencionado hecho delictivo, los jefes del grupo del  CNP y del EDOA representados por el Teniente Valentín Fernández y el agente de la Guardia Civil Juan Francisco Orellana conocido como “Oscar”, recibieron instrucciones por parte del juez encargado de la investigación , dado que la aprehensión era inminente, que no se detuviera por el momento a los dos agentes de la Guardia Civil presuntamente implicados, y que podrían estar relacionados con los hechos a fin de poder seguir investigando e identificar las posibles ramificaciones dentro de la Guardia Civil que pudieran estar relacionadas en la cobertura de seguridad que se ofrecía a la organización delictiva.  Así el día 19-10-2009 se produce la actuación policial y del EDOA de la Guardia Civil , deteniéndose a 13 personas e incautando 39 fardos que arrojaban un peso de 1090 kilos de hachís, procediéndose esa noche por miembros del EDOA a la detención de los guardias civiles Juan Jesús de las Heras, y Navarrete, lo que impedía continuar con la línea de investigación que se había fijado. Dicha detención fue comunicada por el teniente del EDOA Valentín Fernández Francisco a los respectivos Jefes de los Grupos de Policía nacional, manifestándoles que había sido un error involuntario.”
Tal vez en otro país ese “error involuntario” le hubiese costado el puesto al máximo responsable de la lucha contra la delincuencia organizada y el  tráfico de drogas en una ciudad tan “caliente” como la de Málaga. Un error que además desobedece una orden judicial y desbarata una acción policial conjunta donde los recelos y las sospechas de un cuerpo policial hacía otro no hacen más que aumentar con actuaciones de ese tipo. Pero de cualquier forma la pregunta es clara. Dado que pocas cosas suceden de manera involuntaria en las actuaciones policiales… ¿qué era lo que se pretendía con esa actuación? Para otro guardias civiles, la respuesta es también clara. Se pretendía cortar de raíz una investigación que afectaba a muchos miembros más de la guardia civil, se buscaba presuntamente encubrir a más agentes delincuentes. Y ¿por qué? ¿ qué motivos tan poderosos llevaron al teniente y al guardia Orellana a detener a sus dos compañeros de forma tan precipitada? La respuesta forma parte de todos los enigmas que se desarrollan en Málaga. Lo que sigue sorprendiendo es que una acción de ese tipo no tenga repercusiones inmediatas ni en el ámbito administrativo ni en el judicial. ¿No les sorprendió a sus mandos esa actuación tan precipitada?
Pero lo que sigue narrando el sumario resulta también un tanto descabellado: más actuaciones a titulo personal sin ninguna tutela judicial y con el silencio y la indiferencia de otros agentes que en muchas ocasiones prefieren callar antes que enfrentare con sus mandos. (En el transcurso de este libro intentaremos explicar por qué se ha llegado a esta situación.)
Volvamos al auto judicial. En concreto al apartado 2, titulado “Robo en casa de las Heras y asistencia de Lourdes García “
“ Una vez detenidas estas dos personas (se refiere a los dos agentes de la guardia civil) tras ser llevados a la Comisaria Provincial de Málaga se procede a ser reseñados y darles lectura de sus derechos, siendo posteriormente entregados los mismos al EDOA  de la Guardia Civil para su custodia tras petición efectuada a los mandos policiales por el teniente del EDOA Valentín Fernández con motivo de ser el primero de los detenidos guardia civil retirado, y el segundo de ellos, sargento del cuartel de Rincón de la Victoria…. Durante la noche del día 20 de octubre por los miembros de la Policía Nacional y del EDOA encargados se la investigación se solicitó realizar por la mañana de ese mismo día 20 los registros en las viviendas de los detenidos, si bien posteriormente con motivo de que los citados mandamientos por razones de trabajo no pudieron estar finalizados hasta las dos de la tarde. Antes de ser presentado en el Juzgado agentes del GRECO comunicaron al juez encargado de la investigación el hecho de que quedaba por detener a Carlos EL Furi y que se conocía un piso de seguridad que utilizaba y, además a través de las intervenciones se preveía la posibilidad de detener  a Carlos El Furi, por lo que tras la citada reunión se pospuso hasta el día siguiente la diligencia de entrada y registro en espera de que se pudiera a Carlos “El Furi”. 
Con motivo de un dolor torácico Juan José de las Heras (uno de los guardias civiles detenidos) tiene que ser trasladado por el agente del EDOA Juan Francisco Orellana al servicio de urgencias del Hospital Civil el día 20-10-2009 sobre las 12, 25 horas, permaneciendo en el mismo hasta las 12, 38 en que se emite el informe médico. Durante el trayecto y estancia en el hospital Orellana le dice a De Las Heras que él sabía por informaciones de otros detenidos que él no tenía nada que ver con la operación en la que lo detuvieron, pero que como se iba a realizar un registro en su domicilio pudiera surgir alguna cosa comprometedora para el mismo y podían ayudarle a que no aparecieran en su vivienda efectos y dinero que le pudieran comprometer, por lo que De las Heras decidió contarle que en su casa tenía 40.000 euros en metálico diciéndole que se los había encontrado y estaba decidido a devolverlos. Ante el ofrecimiento de Orellana el mencionado de las Heras aceptó que fuera retirado el dinero de la vivienda antes de practicarse el registro, diciéndole Orellana que el dinero se quedaría en el EDOA para sufragar gastos de la Unidad, trasladándose ambos, tras el reconocimiento médico, nuevamente a la Comandancia de la Guardia Civil, comunicándole Orellana al Teniente el resultado de la citada conversación.
Simultáneamente el teniente Fernández tanteaba a Navarrete de forma idéntica sobre el hecho de que le podría ayudar, llegando incluso a decirle: “cuéntame lo que tienes allí, que te podemos echar una mano”, que era amigo del Fiscal Gabriel pero que necesitaba saber que había en su casa antes de que se realizara el registro, contestándole Navarrete que un arma reglamentaria y sobre 15.000 a 17.000 euros, ocultándole la verdad, ya que realmente había mucho más dinero. Los citados ofrecimientos a Navarrete también fueron hechos por Orellana….
A pesar de conocer el teniente Fernández que el registro tendría lugar definitivamente por la tarde y con el fin de apropiarse de los 40.000 euros se trasladará con Orellana y el detenido al domicilio que De las Heras tenía en el cuartel de la Guardia Civil del Rincón de la Victoria en la mañana del día 21 de octubre, saliendo de la Comandancia, según el libro de registro de detenidos a las 12, 15, y ello a pesar de tener confirmación oficial de que el registro se haría por la tarde. Una vez llegan al citado lugar sobre las 13, 30 se entrevistan con el Teniente Crespo que estaba al frente del mismo y había acordado el precinto de la vivienda y la colocación de un servicio en la puerta del mismo por parte de los guardias civiles…desde que tuvo conocimiento de la detención de De las Heras ante el previsible registro que se tenía que realizar, y ello a pesar de que tras consultar dicho extremo con el Teniente Fernández este no consideraba necesario el precinto. Una vez allí y con la excusa de que están a la espera de que se realice el registro judicial de la vivienda y, sin perjuicio del plan previsto por Orellana y Fernández para entrar en la vivienda, se encuentran con que surge la posibilidad de entregar antes del registro un rifle que se encontraba en la vivienda de De las Heras y que había sido vendido al guardia Osuna y que además el detenido quería entregar el dinero de la Comunidad del Cuartel que él mismo gestionaba. Ante ello se dirigen a la vivienda de aquel, y el teniente Crespo decide quitar el servicio de vigilancia al acudir De las Heras custodiado por Orellana. Como quiera que las llaves de la vivienda estaban en posesión del GRECO Costa del Sol, y ni Orellana ni Fernández le habían comunicado sus intenciones al citado grupo, Valentín Fernández simula con De las Heras sobre el olvido de las llaves, planteándose la necesidad de que Orellana saltara al patio y desde este pudiera entrar a la vivienda y abrir la puerta desde dentro, accediendo el teniente crespo a que se hiciera con autorización de De las Heras. Una vez dentro los cuatro citados se le hace entrega al teniente Crespo del rifle propiedad de Osuna, y se recoge el dinero de la Comunidad, para acto seguido llevarse el Teniente Valentín a Crespo del citado lugar y marcharse con él a la terraza del pabellón donde permanecen conversando y entreteniéndolo. En ese momento Orellana se queda sólo con de las Heras , aprovecha para preguntarle dónde está el dinero y, tras indicárselo y haber cogido una mochila del coche, vuelven a la vivienda e introducen los 40.000 euros en la mochila. Finalmente para evitar ser vistos por el teniente Crespo salen por una ventana del dormitorio que da a la calle, permaneciendo posteriormente ambos en el patio del cuartel hasta que llegó el teniente Fernández.
Tras ello abandonan De las Heras el citado cuartel en compañía de Valentín Fernández y Orellana reingresando en los calabozos de la Guardia Civil a las 14, 38 horas, según consta en el libro de registros de detenidos. 
Posteriormente tras haber realizado la sustracción del dinero Orellana le va a decir a de las Heras que una parte del dinero será para sufragar sus gastos de abogado, y que su abogada sería su mujer, entregándole una tarjeta con el nombre de la abogada Lourdes Gema García Mañas…
La citada letrada Lourdes García Mañas al tener conocimiento de lo acaecido a través de su marido Orellana acepta el citado encargo de asistir como letrado particular  a Juan Jesús de las Heras ya que de esta forma podía tener control a la actuación procesal de éste y evitar cualquier tipo de iniciativa de denuncia por los hechos acaecidos…
Posteriormente De las Heras no denuncia los hechos pero si decide contarle lo acaecido a otros presos con los que estaba en el centro penitenciario como Francisco Navarrete, José Ernesto Esteban Villanueva, entre otros.
Una vez han tenido lugar los citados hechos De las Heras realizó con fecha 14 de noviembre de 2009 una autorización a su letrada para que pudiera acudir a su vivienda a fin de recoger libros y realizara un reportaje fotográfico de la vivienda en aras a solicitar una rebaja de la fianza a imponer, siendo recibida la citada letrada cuando llegó a la vivienda en el cuartel por el Teniente Crespo comprobando como a la citada letrada le acompañaba su marido Juan Francisco Orellana quien también entra en la vivienda, designando el citado teniente Crespo a un guardia civil para que le acompañara a la vivienda y estuviera presente, ya que queda extrañado por la situación existente de ser asistido De las Heras por una letrada que resulta ser esposa de Orellana”
Creo que es interesante que nos hayamos detenido en este punto por las conclusiones que se pueden extraer. No se puede considerar como un hecho normal el hecho de que la abogada de un detenido sea la esposa de un guardia civil que ha llevado la investigación. Probablemente sea legal, pero chirria con los principios éticos de una buena actuación policial. No es de extrañar qué esto causara extrañeza al teniente Crespo, es que debería causar extrañeza a otros mandos de la comandancia de Málaga. En España y en particular dentro de la guardia civil hay que tener madera de héroe para denunciar los abusos, las tropelías, las irregularidades, cuando no directamente los delitos. Muchos de los guardias civiles con los que he hablado para la elaboración de este libro comentan una frase que suena como un mantra. Todo te va bien si no te metes contra el mando. Denunciar una supuesta actuación ilegal te puede acarrear muchos problemas y quien más y quien menos prefiere mirar hacia otro lado. Menos unos pocos. 
El presunto robo en casa de Las Heras ( presunto porque todavía no hay sentencia firme) revela unas prácticas habituales, en el sentido de que se pueden hacer sin que a nadie le llame la atención , fuera del control judicial, a iniciativa de los propios agentes. Por ejemplo tanto el guardia civil De las Heras como el guardia civil Navarrete fueron interrogados varias veces en la comandancia sin presencia de abogado. Una vez más recordamos que la inmensa mayoría de policías y guardias civiles son gente honrada, abnegada, mal pagada y que en muchos casos son ellos mismos las víctimas de estas actuaciones y los primeros interesados en acabar con ellas. Los cuerpos y fuerzas de seguridad del estado no son cotos particulares de nadie. Son instituciones al servicio de los ciudadanos y de la justicia. Pero parece que está extendida cierta cultura de la impunidad y de la arbitrariedad y ellos es la fuente de muchos comportamientos anómalos. Pero sigamos desmenuzando algunos aspectos del sumario que no dejan de sorprendernos. Para ellos vayámonos a otro apartado donde se narra la acción del guardia civil Orellana y otros agentes presuntamente corruptos en plena faena en una operación de desembarco de estupefacientes. Y observemos algunos detalles.
“Posteriormente ambos agentes de la guardia civil (se refiere a dos agentes presuntamente implicados en la red de narcotráfico) regresan al lavadero de la gasolinera mencionado donde permanecen hasta las 21, 00 horas en que se desplazan hasta una de las calles de la urbanización Monte Biarritz, a muy poca distancia, permaneciendo estacionados en actitud de espera, estando Orellana en posesión de un radioteléfono Sirdee de dotación, a pesar de estar de baja laboral, siendo la citada posición ideal para acceder rápidamente a la carretera N-340 en cualquiera de sus sentidos…. Mientras que los agentes de la guardia civil Orellana y Mármol efectúan los servicios de vigilancia y seguridad, éstos pueden estar escuchando todas las comunicaciones que a través del Sirdee realiza la guardia civil de Málaga, toda vez que Orellana va provisto de uno de estos radioteléfonos SIRDEE de dotación cuyo uso le es adjudicado. Así ambos habrían escuchado como a través de la red de comunicación SIRDEE de la Guardia Civil, se tiene conocimiento de que de el SIVE (Servicio Integral de Vigilancia Exterior) a las 22, 15 horas ha detectado una embarcación semirrígida sospechosa de narcotráfico que se encuentra frente a las costas de Guadalmina; a continuación el COS-Málaga (Central Operativa de Servicios) , por transmisiones, alerta del avistamiento am las patrulla en servicio y distribuye a algunas de ellas para posicionarlas con el objeto de proceder a la interceptación de la embarcación que iba a realizar un alijo en la playa y la detención de las personas que participaran…Tras tener noticias a través del radioteléfono de la intervención motiva que el citado vehículo conducido por Orellana salga del lugar donde se encontraba y comience a circular por la carretera N.340, pretendiendo localizar y conocer la ubicación de las patrullas de la guardia civil movilizadas, y a la vez no ser detectados en el lugar de su estacionamiento. Tras el citado aviso de que la embarcación ha sido detectada y de que la guardia civil pretende interceptarla, la embarcación emprende la huida reseñándose en la central COS “ pone rumbo mar adentro sin motivo aparente” siendo así que sobre las 23 horas desisten del intento de alijo y la embarcación se aleja de la costa, iniciando la patrullera de la guardia civil la oportuna persecución, no pudiendo darle alcance con motivo de un problema en los motores, procediendo los usuarios de la embarcación a tirar los fardos al mar siendo imposible la captura de la embarcación y la recuperación de ninguno de los fardos”.
Podría parecer un asunto de humor negro o incluso una escena sacada de una película de Torrente, pero es necesario formularse la pregunta. ¿Es posible que un guardia civil de baja laboral, recordamos que es un guardia civil adscrito al EDOA, la unidad encargada de la represión del tráfico de estupefacientes, pueda tener en su casa tranquilamente un radioteléfono SIRDEE, capaz de captar todas las conversaciones que se producen en el SIVE , el servicio que controla todo lo que pasa en nuestras costas, sin que a nadie le cause sorpresa, o sin que nadie eche en falta un medio de comunicación tan valioso para los narcotraficantes? ¿No hay control sobre estos aparatos?
Es interesante constatar en este momento que en una operación de narcotráfico en la que participan agentes corruptos, éstos cobran de igual manera salga como salga la operación. Lo que se contrata son sus servicios para dar cobertura y seguridad, independientemente del resultado final de la operación.
Pero volvamos al sumario y atendamos a un nuevo episodio.
“Tras diez minutos de reunión, Orellana se traslada con la furgoneta hasta su domicilio.. aquí cambia de vehículo y toma el Peugeot 206…A continuación el sistema SITEL sitúa al teléfono de Orellana en la Comandancia de la Guardia Civil de Málaga (sobre las 22,40) donde permanecería por espacio de unos diez-quince minutos ya que habría venido a recoger un equipo de trasmisiones SIRDEE trasladándose nuevamente hasta Benalmádena (Málaga), lo que determina que estaría preparándose para la realización de un nuevo alijo de droga.”
Esa misma noche Orellana sería detenido y el alijo de hachís decomisado. Los agentes del SAI (Asuntos internos de la guardia civil) le seguían la pista desde hacía varios meses. Lo que sigue sorprendiendo es que se pudiera pasar por la Comandancia a las 11 de la noche para recoger el radioteléfono con toda la facilidad del mundo, sin tener que dar explicaciones a nadie. 
No quedan aquí las sorpresas que depara este sumario. Creo que también es interesante analizar otros aspectos que depara la corrupción policial.
Como antes ha quedado dicho el inmenso poder y los más que sofisticados medios que el Estado poner al servicio de la policía son un arma de doble filo si quien los utiliza lo hace para beneficio propio. Analicemos otra situación. Es la que se relata en el aparato 13º titulado: Filtraciones de investigaciones a confidentes por parte del teniente Fernández.
“Sin embargo, la actividad delictiva que estaba presuntamente cometiendo HURRACO (nombre de un supuesto confidente) va a cesar  o disminuir considerablemente en el momento que supuestamente es informado por el teniente Fernández que es objeto de investigación por parte de UDYCO.MÁLAGA  y del DAVA (Servicio de Vigilancia Aduanera).
Así el teniente Fernández para evitar que personas que él así lo consideraba, no pudieran ser sorprendidos en la comisión de hechos delictivos por parte de otras unidades de la policía Judicial decidía incluirlos en la Base de Datos CICO con la finalidad  de que si surgía una coincidencia en la investigación con otras unidades de Policía Judicial se garantizaba que tendría que ser avisado a tenor de la coordinación policial que la citada base de datos en CICO pretende establecer , conociendo además la Unidad de la Policía judicial que tiene otra investigación. Así el día 10 de marzo de 2010 el teniente Fernández es informado por UDYCO que en CICO tienen una coincidencia en la entidad Julio Hurraco con UDYCO-MÁLAGA. Dicha entidad estaría vinculada a la operación SANCHO de la Guardia Civil y a la operación SOJO de la Policía Nacional que no estaba judicializada. En la operación que mantiene con el inspector Jorge, el teniente Fernández presenta a Hurraco como un buen informador  (confidente) que no está cometiendo actividades ilícitas; que en la investigación SANCHO hay intervenciones telefónicas en las que aparece Hurraco, y ello a pesar de que dichas intervenciones ya han cesado y así se lo indica el teniente a Hurraco en conversación del día 09/marzo/ 2010.
Asimismo y fruto de esta coincidencia el Teniente Fernández intenta obtener del inspector mencionado todos los datos posibles respecto a la investigación que realizan, llegando éste en aras a la coordinación a informarle que Hurraco es el que contacta con el principal objetivo y cuando dicen que van a informar a CICO de que son investigaciones diferentes, es cuando el teniente indica que es su confidente e incita para que no le investiguen (“como veas, a nosotros, a mi el pollo este si que me interesa mantenerlo funcionando”)… 
A continuación de esta entrevista que mantienen en torno a los 20,45 horas de ese mismo día y en  la que el teniente Fernández informa a Hurraco de la investigación de UDYCO, se observa un progresivo descenso en el volumen de las llamadas telefónicas de este último (es usuario de varios teléfonos) así como en su interés para esta investigación, dificultando a la vez las vigilancias que se puedan realizar sobre esta persona.”
El CICO (Centro de inteligencia contra el crimen organizado) es un organismo creado precisamente para intentar la coordinación de los cuerpos policiales en la lucha contra la delincuencia organizada.  A menudo solía ocurrir y aún ocurre que policía y guardia civil están llevando a cabo una misma investigación  sobre unos mismos hechos delictivos, lo que ha supuesto muchas veces la duplicación de esfuerzos y medios cuando no una distorsión de la propia investigación al aparecer policías de uno y otro cuerpo en los mismos seguimientos con el consiguiente peligro para ellos mismos y para la investigación. Por eso a raíz de la puesta en marcha del CICO los responsables de los distintos cuerpos policiales  tienen que notificar a este organismo el inicio de una investigación y cuando otro cuerpo policial coincide con una que ya está abierta es necesario que se coordinen o se retiren de la misma. 
A la vista de las actuaciones reflejadas en el sumario, el teniente Valentín había encontrado un punto vulnerable en el máximo organismo de la lucha contra el crimen organizado.  Pero prosigamos con el sumario. EN este caso, el párrafo seleccionado hace referencia a una operación de narcotráfico en Melilla.
“Así, y dado que el CICO (Centro de Inteligencia contra el Crimen Organizado) a través del Sistema de Registros de Investigaciones tiene como misión la coordinación en la existencia de coincidencias detectadas por investigaciones llevadas a cabo por distintos grupos de la policía judicial, el hecho de grabar en la base de datos del mismo el nombre de José Aido ( confidente) u otras personas con él relacionadas así como los vehículos donde supuestamente se iba a transportar la droga hacían que cualquier tipo de investigación policial por otro grupo tuviera que ser comunicada al EDOA de la Guardia Civil que dirigía el teniente Fernández y ello a los efectos de coordinar cómo iba a llevarse a cabo la investigación policial sin interferencias entre ambos grupos. “
Es decir, que el teniente se aseguraba no sólo de grabar los datos de los presuntos narcos para que no fueran molestados por otras investigaciones policiales, sino que también grababa las matriculas de los coches en los que se realizaban los transportes de droga para que tuvieran vía libre en sus itinerarios, en este caso, hacía la península.
Como siempre, el CICO y su sistema de coordinación, en principio una buena medida, están concebidos para su utilización por policías honestos. Pero nadie parece haber pensado qué ocurre cuando esas herramientas son puestas al servicio de funcionarios policiales que deciden pasarse “al otro lado”. 
Sin duda, todo esto supone un inmenso quebradero de cabeza para los servicios de asuntos internos de los distintos cuerpos. Pero el tema va un poco más lejos. Hay que tener en cuenta que uno de los atractivos  de los agentes captados por organizaciones criminales es que tienen acceso a las potentes bases de datos policiales. Existen , evidentemente, protocolos para limitar la justificación  de su uso y unas medidas de seguridad para el acceso a ellas. Pero una y otra vez hemos comprobado como esas medidas se seguridad pueden ser vulnerables y su mal uso sólo se investiga ante unos hechos concretos, es decir, a posteriori. 
Volvamos al sumario del caso EDOA y extraigamos un nuevo párrafo para visualizar lo dicho.
“Las consultas del Guardia Civil Hamete sobre DNI …. Y a continuación sobre los apellidos “Ruiz Padilla” fueron ejecutadas en la base policial de antecedentes y/o señalamientos policiales, así como en la base de la DGT; entendiendo que dichas consultas no estaban relacionadas con su actividad laboral, pues aún le quedaba casi media hora para iniciar la patrulla en el puerto de Melilla. Dichas consultas estaban orientadas a comprobar si dicho documento y apellidos constaban en la base SIGO y en su caso, comprobar las anotaciones que en la misma constasen tales como antecedentes, señalamientos policiales, etc, al ser estos los datos que constan en la citada base informática, siendo así que con ello la organización que vendía la droga se aseguraba con estas comprobaciones que la citada persona cuya documentación se pretendía utilizar no estuviera siendo objeto de algún señalamiento policial. Ciertamente tras localizar a Ruiz Padilla, agentes del SAI (servicio de asuntos internos) comprobaron tras recibirle declaración que no había viajada a Melilla ni realizado reserva alguna de billete en barco a la citada ciudad, por lo que aquella consulta sólo pretendía garantizar la impunidad de la organización..”
Es decir, a la organización de narcos, se les facilita el nombre y el dni de una persona ajena a los hechos y además se comprueba en la base de datos que esa persona no está requerida por alguna instancia judicial o policial.
Sin duda los medios con los que cuentan los policías corruptos son inmensos. Según recoge el sumario, no es de extrañar que el teniente Fernández y el guardia civil Orellana intentaran captar a otro agente, que en ese momento se encontraba en libertad provisional tras haber sido detenido en la operación conjunta ya mencionada de policía y guardia civil, proponiéndole lo siguiente.
“Fruto de lo expuesto el día 29 de enero 2010 se produce una entrevista entre Gómez Navarrete y el guardia civil Francisco Orellana. En dicha entrevista el guardia civil Orellana, le indica que es el teniente Fernández el que le ha estado diciendo que mantuviera esta reunión con él dos o tres veces, si bien en un principio intenta saber si éste se ha entrevistado con la Policía Nacional, y si es confidente, o ha comunicado algo a la Policía Nacional par acto seguido intentar captar a Gómez Navarrete con la finalidad de la comisión de hechos ilícitos sobre tráfico de drogas, ofreciéndole un 40 % de lo obtenido, y ofreciéndole por cada mil kilos de hachís 150.000 euros, facilitándole todo tipo de medios, incluso le dice que dispone de hasta 20 balizas para colocar, y que él controla todo este tipo de cuestiones en temas de hachís y para garantizar la impunidad del mencionado “Gómez Navarrete” le propone integrarle en la figura de “confidente” policial , porque de esta manera no se producirían problemas con operaciones policiales, le comunica las medidas de seguridad que debe adoptar y que posee diversos teléfonos móviles teniéndolos apagados. Asimismo le manifiesta Orellana que antes de llevar a cabo lo tratado deberá de mantener una entrevista con el teniente Valentín Fernández, ya que era éste el que le había encargado entrevistarse con él. Incluso antes de terminar no duda en amenazarle con la expresión “a mi no me la juegues, porque a mi el que me la juega…” finalizando la entrevista.”
Días mas tarde el teniente Valentín y Orellana se vuelven a  reunir con el exguardia civil Gómez Navarrete.
“ Durante la citada entrevista vuelven los dos últimos reseñados a hacerle la misma proposición, llegando a decirle, “tu depende de cómo te lo montes puedes sacar incluso de los dos lados” , llegando incluso a decirle “medios hay para meter cosas” lo que confirma el teniente afirmando “cada vez más”. Asimismo en la citada reunión se establecen las medidas de seguridad para evitar que pudieran ser objeto de investigación, siendo advertido el mencionado Gómez Navarrete por parte del teniente Fernández de que cuando hablen por teléfono no digan nada de interés ni comprometido y que sólo sería para quedar y realizar una entrevista personal. Asimismo le informan de que debe llevar el teléfono siempre apagado y establecer de antemano el lugar de encuentro , no realizándolo a través del teléfono, que la forma de quedar sería simulando un mensaje SMS y que la comunicación telefónica con Orellana sería con distinto número de teléfono. Finalmente…el teniente Fernández hace entrega a Navarrete de un teléfono móvil con número…con la numeración de la tarjeta SIM rayada para evitar su identificación…”
A raíz de lo visto uno puede hacerse muchas preguntas. ¿Existe algún tipo de control cuando un funcionario policial decide incluir a alguien como confidente? ¿existe algún mecanismo judicial/policial  que verifique que el citado confidente actúa realmente como tal y no hace lo contrario que debería hacer? Me temo que a día de hoy esa figura puede ser un coladero para los agentes que dan el salto al otro lado. Otro asunto es el del dinero.
Estamos hablando de hachís, que, digamos es una droga barata en el mercado en comparación con la cocaína. Si por cada mil kilos uno puede ganar 150.000 euros será muy difícil en el futuro luchar contra la corrupción como lo ha sido hasta ahora.  Con dos o tres desembarcos de 3000 kilos ya puedes retirarte a las Bahamas. Pero hay otro asunto que conviene resaltar: la utilización de decenas de tarjetas de móviles en este tipo de clanes mafiosos. Una cosa sorprendente en este caso es que tanto en los registros llevados a cabo en los domicilios del teniente Fernández como en los del guardia Orellana aparecieron numerosas tarjetas de móviles cuya titularidad pertenecía a personas de los mas variopinto y que en la mayor parte de los casos no eran conscientes de que se había utilizado su nombre y su carné de identidad para adquirirlas. Algo que pone una vez más los pelos de punta sobre la indefensión de los ciudadanos cuando los que deberían protegernos se olvidan de su compromiso.  Tampoco deja de sorprender que el responsable del EDOA Málaga se exprese en esos términos: “cada vez hay más medios para meter hachís.” Que cada uno saque sus propias conclusiones.
Para acabar con este capítulo del sumario EDOA hay que decir que a día de hoy  el guardia civil Orellana se encuentra en paradero desconocido y sobre él pesa una orden internacional de busca y captura al no haberse presentado en el juicio. Sin embargo, poco después de ser detenido por este caso y puesto en libertad los agentes de asuntos internos le volvieron a detener al estar implicado en una historia rocambolesca. Se prestó a hacer creer a una acaudalada ciudadana alemana residente en un pueblo de Málaga que su marido había muerto, falsificando unas fotos, con sangre comprada en una tienda de chinos, en complicidad con otros.  El fin de esta historia es confuso y la causa sigue abierta en la audiencia provincial de Málaga. 
Espero que a estas alturas el lector no se haya olvidado de lo importante de todo lo aquí narrado. Intentamos desenrollar una madeja muy confusa de supuesta corrupción policial en la ciudad de Málaga en la que se unen o se superponen varios casos aparentemente inconexos, pero que a este autor no le cabe la menor duda de su conexión. Habíamos hablado del asesinato de Lucía Garrido, de la muerte de dos jóvenes colombianos y del caso EDOA, donde aparece implicado el teniente Valentín, que fue el encargado de realizar las dos investigaciones anteriores, la de Lucía y la de los colombianos, con el fin ya sabido de su sobreseimiento o archivo provisional.  En la causa del EDOA aparece también implicado el que fuera compañero de Lucía, Manuel Alonso, propietario de la finca donde apareció asesinada Lucia y fueron abatidos los dos colombianos. Veamos un pequeño fragmento del sumario EDOA donde aparece Manuel Herrero.
“Dado que la operación ya estaba negociada por la organización dirigida por José Aido con la organización inglesa, y a su vez aquél ya había cerrado el trato con la negociación árabe que le iba a vender el hachís, José Aido envió días antes del 27-11-2010 a Manuel Alonso Herrero en labores de garantía y financiación a una zona no determinada entre Melilla y Marruecos a fin de garantizar a la organización que le iba a vender la droga y que se iba a producir la transacción, así como que la misma se iba a realizar como se había pactado, siendo así que la citada persona tuvo que permanecer varios días en el citado lugar. Así el 27-11-2010 sobre las 8:26 horas el citado Manuel Alonso y José Aido mantienen comunicación utilizando aquel un teléfono marroquí para indicarle que se encuentra todavía allí y que si se vuelve pueden pensar los vendedores que la operación es un “rollo” comunicándole José Aido que llegará mañana al citado lugar donde se encuentra Manuel Alonso Herrero”.
No sólo aparece en esta causa esta persona. El hermano de la actual mujer de Alonso Herrero, una ucraniana con la que ya tenía relaciones antes del asesinato de Lucía, fue también presuntamente participe en una operación en la que el colaboró como transportista de 1700 kilos de hachís.
Bien, pues a pesar de todo lo que reveló en su día la operación EDOA y lo que aún es previsible que revele, dado que mientras que se escriben estas páginas, el juicio continúa, nadie a nivel oficial movió un dedo por aclarar y ahondar en el asesinato de Lucía y en la muerte de los colombianos. A nadie se le ocurrió revisar los casos, como si fuera un hecho normal que el dueño de una finca donde se habían producido tres muertes y el teniente encargado de investigarlas coincidieran tiempo después en una organización de supuestos narcotraficantes, en la que un supuesto confidente del teniente mantenía relaciones “empresariales” con Manuel Alonso. El sumario del EDOA revela mucho mas datos de interés, conexiones con otros agentes, que sin duda serán clave en un futuro para desentrañar toda esta ingente madeja de irregularidades. 








Tras el archivo de la causa por el asesinato de Lucia y el posterior sobreseimiento de la muerte de los jóvenes colombianos y antes de que saltaran a los medios de comunicación las detenciones practicadas por asuntos internos en torno al EDOA, hecho que ocurrió en diciembre de 2010,  Rosa acudió como último recurso en el verano de aquel año a contarle su caso al responsable de la AUGC (asociación unificada de Guardias Civiles) Ignacio Carrasco. Rosa disponía de muchos datos dispersos que le había ido contando su hermana, pero sobretodo albergaba la indignación de ver cómo algunos miembros de la guardia civil se habían puesto de forma descarada de parte de Manuel Alonso. Y no entendía las razones. En Ignacio Carrasco, Rosa no sólo encontró a alguien que por fin la escuchaba, sino que además halló a una persona integra que se quedó desde el primer momento escandalizado por todo lo que le relataba la hermana de Lucía. Jamás se hubiese llegado hasta donde se ha llegado en la resolución de este/os caso/s, y todavía el camino es duro, de no ser por la voluntad, el tesón, las dotes de investigación y el conocimiento interno de todo cuanto sucede en el ámbito de la guardia civil que aquilata este veterano agente de la benemérita.  Y todo ello a costa de dejarse muchas plumas en el camino, de ser zaherido y vilipendiado, de sufrir todo tipo de acosos, querellas y descalificaciones, de poner en riesgo su tranquilidad, la de su familia y por qué no incluso su vida. Ignacio Carrasco dio un paso al frente y con ello pasó a convertirse en  un ser “non grato” para el mando, un ser molesto para las autoridades, algunos de sus compañeros empezaron a mirarle mal, otros le hicieron un doble juego, y muchos callaron.  También en el otro lado siempre tuvo la confianza y el apoyo de muchos otros y el respaldo sin fisuras de la lucha ,a veces tan silenciada por los medios , que lleva a cabo la AUGC contra la corrupción. 
Sin embargo, sigue entristeciendo saber que en este país la lucha por alcanzar la verdad o la justicia siga teniendo un precio tan elevado. E Ignacio Carrasco lo ha tenido que pagar con creces.
Desde el primer momento Ignacio y la asociación de guardias civiles que él representa pusieron a disposición de Rosa sus abogados. Se empezaron a solicitar datos y atestados de las dos investigaciones archivadas y se empezó a ver que demasiadas cosas no cuadraban. Con la detención del teniente Valentín en diciembre de 2010 por su presunta vinculación con una red de narcotraficantes en la que también aparecía el excompañero de Lucia las chispas saltaron  percibiéndose una ligazón entre todos los casos. Fue entonces cuando empezó una auténtica batalla en todos los estamentos para solicitar la reapertura de las causas archivadas y la aclaración de todo lo que allí había sucedido. Pero el camino no iba a ser y no está siendo fácil.  Y la pregunta de fondo sigue siendo “¿por qué?”
Rosa empezó denunciando a Manuel Alonso por el impago de la pensión compensatoria de alimentos para su sobrina Sara. Una vez obtenida  la custodia, contra viento y marea como ya he quedado dicha, Manuel Alonso no abono un solo euro de lo que le correspondía como pago de la pensión por alimentos y  eso a pesar de haberlo fijado un juez. Pero no sólo y asómbrese el lector.
A pesar de hallarse en libertad provisional, tras haber sido detenido en la operación EDOA e imputado por un presunto delito de narcotráfico(revisar) en diciembre de 2010, Manuel Alonso pergeñó la venta de la finca Los Naranjos de una manera un tanto anómala, con el presunto objetivo de que no pudieran amenazar sus bienes por el impago de la pensión a su propia hija. Tan anómala fue la venta que años después sería encausado por un delito de alzamiento de bienes, proceso que a fecha de hoy aún se dirime en los juzgados y con consecuencias imprevisibles.
La venta tuvo lugar en diciembre de 2011. Reproduzcamos este momento que obra en el sumario.
“ Don Manuel Alonso Herrero, titular del 100 % del pleno dominio de la finca registral  …. vendió en escritura pública de compraventa de fecha 20 de diciembre de 2011, protocolo 3973 del Notario Don Manuel Tejuca García:
- A su cónyuge Doña Galyna Sokoliuk, el 58,62 % de la totalidad de la finca.
- A Don Abdeslam Achemial y Doña Haquima Chemial, el 41,37 de la totalidad de la finca.”
Es decir, que la mayor parte del control de la finca se quedó en manos de su actual esposa. No nos detendremos a analizar todas las irregularidades de esta venta pues exceden el interés de este libro. Pero si nos detendremos en un hecho que a día de hoy nadie ha sabido explicar y que desde luego choca con los principios éticos que deben inspirar las conductas de los funcionarios públicos.
El abogado defensor de Manuel Alonso Herrero en la causa seguida por el impago de la pensión alimenticia a la hija de Lucía  es José Luis Montesinos… ¡un guardia civil adscrito a la comandancia de Málaga¡ No sólo eso. Ejerce en numerosas ocasiones como abogado del estado en distintas causas. Mostremos dos documentos.
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En él se puede apreciar como José Luis Montesinos ejerce como abogado del estado en una causa- nada tiene ver con lo que nos ocupa-en Melilla. Veamos el otro documento.
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Es decir que el mismo guardia civil que ejerce como abogado del estado en otras causas se encarga de la defensa de Manuel Alonso Herrero, en un momento en el que ya había sido detenido por un presunto delito de narcotráfico, y sobre el que pesaban dudas razonables sobre su implicación  en otros dos sumarios: el asesinato de Lucia y la muerte de los dos colombianos.  ¿Un abogado del estado defendiendo a un presunto narco en una causa para negarle a una huérfana el pago de la pensión alimenticia? No es de extrañar que Rosa, la hermana de Lucia, creyera estar viviendo en un mundo irreal.  Pero el asunto continua con tintes mas surrealistas y también más dramáticos. En el año 2014 la causa por el impago de la pensión alimenticia y el presunto alzamiento de bienes  deriva en un procedimiento penal contra Manuel Alonso. Adjuntemos el documento. (cómo esta historia tiene ribetes tan fuera de lo común considera éste autor que es mejor ir documentando todo)
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Bien, a partir de ese momento se abre una causa penal en la que tienen que declarar los supuestos compradores de la finca, el matrimonio marroquí y la actual esposa de Manuel Alonso, y entonces surge una sorpresa inesperada. Reproduzcamos un fragmento de la declaración del comprador marroquí efectuada el 10 de marzo de 2015 ante el juzgado de instrucción número 6 de Málaga.
…” que se dedica a la construcción, que necesitaba unas parcelas para dejar los materiales y poder trabajar, y esta es la única relación con este señor. Que salvo esta relación para comprarle la parcela, ni ha tenido ni tiene relación alguna con el mismo.
Que si, que le consta que Manuel Alonso sigue viviendo en una parte de la finca, si bien no es la parte que le vendió al declarante.
…Que si bien tuvo un asesoramiento para comprar la porción de parcela tal como lo hizo. Que el abogado que le asesoró se llama José Luis Montesinos, que también tiene documentación para acreditar sus servicios. Que no le consta que este abogado lo haya sido del Sr. Alonso, pero le consta que el sr.  Alonso le llevó a este abogado”
En fin desmenucemos esta sorpresiva declaración. Según el comprador de una parte de la finca, la persona que le asesora sobre modo de poder realizar esta compra tan surrealista es José Luis Montesinos, abogado de Manuel Alonso. Todo un guardia civil, abogado del estado, asesorando a realizar una venta que años más tarde desemboca en un presunto delito de alzamiento de bienes. ¿Alguien en este país se ha vuelto loco?
La denuncia de estos hechos por parte de la familia de Lucia y del guardia civil Ignacio Carrasco, figura clave, insistimos, para desentrañar  todo este marasmo de irregularidades, les originó nuevos problemas. Ni la propia comandancia que emitió un informe favorable a la actuación del abogado del estado, ni el propio subdelegado del gobierno de la provincia fueron capaces de actuar como se supone que debieron hacerlo en un estado de derecho, como así lo exigieron los miembros de la AUGC y la familia de Lucía.  ¿A nadie chirriaba que personas al servicio del estado, que visten uniforme, se pusieran al servicio de una persona que trataba de eludir el pago de una pensión a su hija, y que estaba envuelto e implicado en varios sumarios? ¿dónde quedaba ese ardor por proteger a las víctimas de violencia de género? ¿dónde estaban las asociaciones de mujeres que combaten esta lacra, dónde las instituciones creadas para defenderlas? Para Rosa e Ignacio sólo hubo silencio en aquel momento.
El laberinto del caso de Lucía era demasiado complejo para que alguien a simple vista lo pudiera detectar. Como buen investigador Ignacio Carrasco desmenuzó los pormenores de ese sumario. Las diligencias policiales estaban ordenadas de manera inconexa. Después de organizarlas,  hubo algo que le llamó especialmente la atención. Faltaban dos periodos de escuchas en la instrucción por el asesinato de Lucía. Hay que recordar que la causa por este crimen permaneció abierta cerca de un año hasta que se decretó su archivo provisional por el juzgado número 4 en mayo de 2009. Durante ese periodo la jueza autorizó escuchas telefónicas a Manuel Alonso y personas de su entorno. Los encargados de esa escuchas fueron evidentemente los miembros de la policía judicial, integrados en el EDOA de Málaga y dirigidos por el teniente Valentín.
 Bien, no era lógico que esos periodos de escuchas hubiesen desaparecido de la causa. Además hubo otro hecho que no tenía explicación plausible en una investigación oficial. Durante ese periodo de escuchas se había detectado la existencia de un posible delito, el tráfico de armas, e incomprensiblemente esos audios fueron tildados por los responsables de la investigación de “sin interés policial”. Un tráfico de armas que como se verá mas adelante podría vincular el asesinato de Lucía con la muerte de los jóvenes colombianos.
Con todas las irregularidades detectadas en la instrucción y con la detención del teniente Valentín por su presunta vinculación con una red de narcotraficantes, la familia de Lucia, con el apoyo de la AUGC de Málaga, instó la reapertura del sumario por su asesinato.
El 1 de abril de 2012 , cuatro años después de su asesinato, Rosa,  la hermana de Lucía ,comienza a ver un poco de luz al final del túnel. El juzgado número 4 de Málaga acuerda la reapertura del caso. Pero esta vez no van a ser los agentes de la guardia civil, los encargados de llevar la investigación. El juzgado acuerda que sea la Policía Nacional la que se  haga cargo de las pesquisas. Empiezan entonces unas extrañas maniobras difíciles de encajar en un estado de derecho. A la vista del informe realizado por Carrasco, el juez solicita a la comandancia de Málaga los audios de las escuchas del asesinato de Lucía. Quince días después, el 27 de abril de 2012, en vista de que no ha habido respuesta sobre la petición, el juez vuelve a reclamar los audios. Esta vez la comandancia de la guardia civil de Málaga accede a la petición pero hay un pequeño inconveniente. Los DVDS que envía la Guardia Civil se hallan deteriorados, es decir, están rallados. Son inaudibles.
Después de ocho meses de investigación la policía nacional emite un informe que envía al juzgado en el que señala a Manuel Alonso como inductor del asesinato de Lucía. Para ello se basan exclusivamente en declaraciones testificales y en las conversaciones entregadas y grabadas en su momento, aunque recordemos que la comandancia de la gaurdia civil seguía sin enviar las grabaciones correspondientes a dos periodos de tiempo.  /comprobar)
“Existen un cúmulo de indicios que determinan su presunta participación de/en la ejecución del delito, no como autor material, pero si como inductor; ya que, según las declaraciones tomadas: odiaba a la víctima, conocía gente que podía llevar a efecto el ílicito (posee antecedentes por tráfico de drogas a gran escala) disponía de dinero para ello y realizó acciones incomprensibles para asegurarse una coartada.”
El dicho “perro no come carne de perro” se podría aplicar en lo sucedido en esta investigación. La policía  nacional no entró en otros pormenores. Tenían un presunto culpable, unos testigos, una motivación (odio a la víctima) y una coartada más que sospechosa. Con esos mimbres se realizó el informe. Todo apuntaba a un crimen por violencia de género. 
Acusación particular y fiscalía estuvieron de acuerdo en las conclusiones del informe, aunque probablemente por distintos motivos. La acusación particular, esto es la familia de Rosa, respaldada por los abogados de la AUGC, aún no disponían de datos claros sobre todo lo que se movía en torno al asesinato de Lucía. EL hecho de que pudiera imputarse a Manuel Alonso ya representaba un pequeño triunfo después de cuatro años sin respuestas.  La fiscalía, por su parte, acotaba el problema. El juzgado número 4 se inhibió a favor de los juzgados de violencia de género.
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Conviene que nos fijemos en algunas palabras de este auto.
“Las sospechas policiales se centran, exclusivamente, en la persona de su excompañero sentimental Manuel Alonso Herrero. “
Nada más alejado de la realidad. Pero aún tendrían que pasar nuevos acontecimientos para que esta frase del auto quedase en entredicho. 
Con la inhibición del juzgado número 4 la causa empieza a bailar de un juzgado a otro. Primero cae en el juzgado número 2 de violencia de género. A su vez, el juzgado número 2 se inhibe a favor del número 1, también de violencia de género , al considerar que este juzgado es el competente dado que en su día fue el que decidió sobre las denuncias de Lucía sobre maltrato y también el que le denegó las medidas de protección solicitadas por ella.
 Rosa, la hermana de Lucía, nunca ha considerado el asesinato de Lucía como un crimen de violencia de género, lo ha considerado siempre “una ejecución”, un hecho cometido para quitarse de en medio a una persona que tal vez sabía demasiadas cosas sobre todo lo que sucedía en la finca de “los Naranjos”.
El hecho de ser calificado el asesinato como “violencia de género” beneficiaba a la supuesta trama que se escondía tras su muerte y podía delimitar bastante el alcance de la investigación.
No eran buenas noticias que de nuevo la instrucción sobre la muerte de su hermana volviera a recaer en la misma juez que no atendió sus demandas anteriores. Pero no era cuestión de volver a desanimarse. El caso es que por lo menos, la causa seguía abierta y un nuevo cuerpo policial investigaba el asunto. 

El 13 de mayo de 2013….(incidencia en la que se pierden los teléfonos pertenecientes a Lucia Garrido) (solicitud de pruebas denegadas)
A estas alturas y tal y como se van desarrollando los hechos la familia de Lucia y el secretario de la AUGC de Málaga empiezan a intuir que no se quiere llegar al fondo de la cuestión, que se intentan proteger unas conductas en disonancia con un estado de derecho. Ante el envío por parte de la comandancia de la guardia civil de unas cintas deterioradas inservibles para la investigación Ignacio Carrasco, en representación de su asociación, se reúne con el jefe de la comandancia en Málaga para volverlas a pedir e incidir en su importancia. Se sospecha de comportamientos anómalos en algunos agentes de la unidad del SEPRONA de Málaga. 
Tras esa reunión en la que no se obtiene un pronunciamiento claro por parte del jefe de la comandancia Ignacio Carrasco da un paso más y pide una reunión con los jefes de Asuntos Internos de la guardia civil (SAI).
Ante ellos realiza la oportuna denuncia sobre comportamientos irregulares detectados en algunos miembros del SEPRONA (los que presuntamente  tenían relación con Manuel Alonso en la finca de los Naranjos). Pero la denuncia se paraliza alegando Asuntos Internos que ha habido filtraciones de la misma, ya que un comandante se ha puesto en contacto con el servicio para interesarse por ella. Ante tal hecho Asuntos Internos dice a Ignacio que será la propia comandancia de Málaga la que se va a poner en contacto con él para investigar esos supuestos. Hecho que no ocurrió nunca. 
A pesar de todas estas vicisitudes ni la familia de Lucía, ni Ignacio Carrasco tiran la toalla. 
El 27 de septiembre de 2013 el juzgado número 1 de violencia de género de la capital andaluza imputa un delito de homicidio y malos tratos continuados a Manuel Alonso en relación con el asesinato de Lucía. Se le toma declaración y se acuerda su puesta en libertad provisional. (comprobar)
Es un pequeño triunfo, pero ahora tanto Rosa como Ignacio intuyen que detrás de este asesinato se esconden muchas más cosas. 
La AUGC de Málaga remite oficialmente una denuncia a la comandancia para que se investiguen comportamientos irregulares en la unidad del SEPRONA.
La contestación de los mandos es que esas supuestas irregularidades , de existir, ya han prescrito al ser hechos ocurridos en los años 2008/9 y además incide en que esos hechos ya están judicializados “y que se obrará en consecuencia con las resoluciones judiciales que en su momentos se produzcan sobre estos hechos”. 
Ante tal respuesta  la asociación de guardias civiles decide dar un nuevo paso y remitir al general de la guardia civil en Andalucía la citada denuncia. Y el general va a ser receptivo. Remite al juzgado número 1 de Málaga, el que investiga el asesinato de Lucia, la denuncia contra algunos miembros del SEPRONA, elaborada por la AUGC, “para los efectos que considere oportunos”.  Ante tales hechos, al jefe de la comandancia de Málaga no le queda más remedio que remitir la denuncia al juzgado. Es otro paso más. Otra pequeña victoria. 
Entonces la  jueza  que investiga el caso vuelve a solicitar de nuevo los DVDS de las escuchas telefónicas sobre el asesinato de Lucia, aquellos que hacen referencia  a los  periodos no entregados, que han sido ocultados  a la investigación,  advirtiendo que los que se enviaron anteriormente están deteriorados. Veamos el documento. 
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Han pasado más de dos años desde la primera petición de esas escuchas. Incomprensiblemente desde la comandancia se contesta al juzgado que ya han remitido con anterioridad esas grabaciones. 
 En el verano de ese año, 2014, otro hecho inesperado viene a sumar nuevos datos al sumario del asesinato de Lucía y de la muerte de los dos jóvenes colombianos y  a complicar o  a aclarar, según se mire, esta extraña madeja.  La guardia civil descubre el mayor alijo de armas ilegales  jamás encontrado en España cuando investigaba un supuesto caso de corrupción urbanística en Málaga. 

















.-La operación Yedra.
En la denominada operación Yedra , llevada a cabo por agentes del SEPRONA de la guardia civil, aparece el nombre de Luis F. B como uno de los principales implicados en una causa que tiene su origen en presuntas irregularidades urbanísticas cometidas en la sierra de Churriana en Málaga. La investigación se inició por una denuncia anónima de varios vecinos alertados por las supuestas prácticas de parcelaciones ilegales en una zona de especial protección. Luis Andrés F.B. había adquirido numerosas parcelas de esta sierra que no escrituró a su nombre y participó en las reuniones junto a otro grupo de propietarios con el ayuntamiento en lo que se denominó el plan Albaricocal. Finalmente lograron la calificación de parte de estos terrenos como suelos urbanizables tras las modificaciones aprobadas por la Junta de Andalucía en el plan de Ordenación del territorio de la aglomeración urbana de Málaga (POTAUM). 
Bien. Hasta aquí parece un asunto de supuesta corrupción urbanística de libro, como tantas veces hemos visto a lo largo de estos años. Lo que nos interesa de este asunto es que Luis Andrés F.B. está considerado por la fiscalía antidroga como un presunto narcotraficante y confidente policial de la ciudad de Málaga. Y nos interesa también saber que su nombre aparece en el sumario por la muerte de Lucía Garrido. ¿De qué modo?
De un modo un tanto sorprendente.  Aparece grabado hablando con Manuel Alonso sobre una pistola en la que ambos acuerdan pedir unas piezas y una funda de la misma a Alemania. Sorprendentemente estos audios como ya ha quedado dicho fueron calificados de “sin interés policial”, a pesar de que en ellos se habla en más de una ocasión de armas cortas. Estas diligencias fueran firmadas por el capitán Manuel Juan Martín López, superior del teniente Valentín, y también encausado en la causa del EDOA por un supuesto delito de narcotráfico. Pero aún hay más. El propio Luis Andrés F.B reconoce ante los miembros de Asuntos Internos que facilitó una pistola corta a Manuel Alonso porque así se lo pidió un cabo de la guardia civil que también resultaría detenido por asuntos internos en Algeciras.  A pesar de toda esta ingente profusión de datos nos interesa resaltar uno: el arma entregada a Manuel Herrero era de procedencia alemana, había sido inutilizada y posteriormente reparada. Un dato que tiene su importancia.
Tras la detención de Luis Andrés F. B, con motivo de su implicación en el caso de supuesta corrupción urbanística y realizados los posteriores registros en su domicilio, los agentes hallaron, entre otras, un arma de similares características en su casa,  un arma corta, de fabricación alemana, inutilizada y vuelta a reparar. Tirando del hilo de las certificaciones expedidas como inutilizadas aunque en perfecto estado de funcionamiento, y de los falsos nombres que figuraban como titulares de las armas encontradas en su casa, esto es, personas que no sabían que figuraban a su nombre,  la guardia civil llegó al mayor arsenal jamás descubierto en nuestro país de armas ilegales en la localidad malagueña de Rincón de la Victoria. 
El catálogo es tan amplio que pone los pelos de punta. 55 armas cortas, 39 revólveres, 7 rifles, 8 subfusiles, 55 granadas de distintos tipos, minas anticarro, , más de 16.000 cartuchos metálicos en diferentes calibres, un cohete de artillería y un mortero pesado. LA investigación de todo este arsenal plantea varias preguntas. ¿cuál es el origen de esas armas, quien expedía los certificados de inutilidad, quien las volvía a reparar, sin control, quienes eran los destinatarios de esas armas? 
Bueno, a día de hoy, lo único que se sabe es que la guardia civil creo un equipo multidisciplinar para averiguar cómo era posible que un individuo, cabo del ejército retirado, dueño del taller donde se reparaban y almacenaban las armas  hubiese almacenado tal cantidad de ellas sin que saltaran las alarmas. Y lo más preocupante. Existe un mercado negro de armas en España sin duda. Pero los beneficiarios de ese mercado negro no pueden otros que los grupos de delincuencia organizada o los terroristas.  (En los últimos años..otros…Coreonele..armas)
Pero lo que nos interesa ahora es poner de relieve estas extrañas conexiones entre individuos relacionados con tres de los sumarios que nos ocupan: el asesinato de Lucía, la muerte de los jóvenes colombianos y la operación Yedra de corrupción urbanística. Prosigamos.
Luis Andrés F. B. Declaró ante los miembros de Asuntos Internos de la Guardia civil que conocía y trataba con asiduidad al teniente del SEPRONA Alonso Gómez Ocón. Este oficial de la guardia civil, como recordará el lector, fue el que declaró a favor de Manuel Alonso Herrero para denegar la indemnización  a la hija de Lucía, Sara, y fue el que puso en contacto a Manuel Alonso Herrero con el empresario Rafael García Bueno para reconvertir la finca de Los Naranjos en un centro de explotación de atención de animales subvencionado por la Junta de Andalucía, además de permitir que otros agentes del Seprona trabajasen en la citada finca contraviniendo las normas del funcionamiento interno de la guardia civil. 
La persona que puso en contacto a Luis Andres.F. B con el teniente del SEPRONA fue el empresario Rafael García Bueno, amigo y colaborador del mando de la guardia civil. EL SAI de la guardia civil refleja en sus diligencias la estrecha colaboración que existían entre todos ellos y Manuel Alonso, propietario de la finca de Los Naranjos y escenario de tres muertes sin aclarar.  
Además Luis Andrés Fernández Barea reconoció ante asuntos internos que coincidió en varias fiestas con el teniente Alonso Gómez Ocón y otros agentes. También en el sumario Yedra, de corrupción urbanística, figuran varias llamadas realizadas por éste a un sargento del SEPRONA pidiéndole explicaciones del hecho que desde esta unidad se hubiesen solicitado a la Gerencia de Urbanismo del ayuntamiento de Málaga copia de los expedientes urbanísticos sancionadores y preguntando al sargento por la identidad de las personas que habían presentando denuncias por las actuaciones urbanísticas. Inaudito. En el informe de los investigadores de este caso se subraya otro dato de interés. Gracias a la amistad que unía a Rafael Garcia Bueno con el mando del SEPRONA, surgió también una intensa relación de Luis Andrés Fernández Barea  con otro mando de la guardia civil: el teniente jefe de la Intervención de Armas de la Comandancia de Málaga. 
Los acontecimientos se iban sucediendo a ritmo de vértigo y ante la opinión pública y por la celeridad de los medios en contar lo que sucede, todo aparecía como hechos aislados, dispersos, sin conexiones entre sí.
Por suerte para la familia de Lucía y para el fortalecimiento del estado de derecho había alguien que escudriñaba con lupa todos estos acontecimientos: el secretario provincial de Málaga de la AUGC, Ignacio Carrasco.
 A Carrasco no le pasó inadvertido el hecho de que en casa de Luis Andrés Fernández Barea se encontrara una arma corta, de procedencia alemana, inutilizada y vuelta a poner en circulación. El conocía y conoce a la perfección el sumario de Lucia y el de los dos jóvenes colombianos. Desde un primer momento supo de la importancia de este hecho. Por eso en agosto de 2014, un mes después del hallazgo del arsenal de armas, y en nombre de la AUGC de Málaga presentó un escrito ante la fiscalía pidiendo la reapertura del sumario de la muerte de los dos jóvenes colombianos. 
Este autor considera de sumo interés reproducir aquí integro el escrito presentado en la fiscalía de Málaga. 
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A pesar de la contundencia y la exposición de motivos razonada y organizada la fiscalía no consideró oportuno reabrir la causa y siguió considerando todas las causas inconexas; , la del asesinato de Lucía , la de la muerte de los colombianos y la detención de los miembros del EDOA pro su supuesta participación en una red de narcotráfico.
Cerrada la vía de investigación por Asuntos Internos en ese momento  y cerrada la vía por parte del fiscal, Rosa, la hermana de Lucía,  e Ignacio Carrasco, secretario provincial de la AUGC de Málaga no tiraron la toalla. Después de que la vía oficial fuera una y otra vez infructuosa acudieron a otras instancias, recurrieron a los medios de comunicación –Carrasco había creado una página en la red con el nombre de “Justicia para Lucía”- y solicitaron una entrevista con el coronel de la comandancia Jesús Esteban.
Rosa e Ignacio enviaron cartas a todos los posibles receptores. Se dirigieron a la ONU, al parlamento europeo, a la reina, al fiscal general del estado, al defensor del pueblo…y acudieron a varias entrevistas en diversos medios. EL problema de acudir a los medios es que nunca hay tiempo para tratar los temas en profundidad y este asunto, como habrá podido comprender el lector, era y es tan sumamente complejo que en realidad todo quedaba circunscrito siempre a un presunto asesinato de violencia de género con algún ribete de actuaciones irregulares por parte de algunos miembros de la guardia civil. 
La mayor parte de las respuestas de las otras instancias fueron también un tanto decepcionantes. Leamos con atención la respuesta del defensor del pueblo a las peticiones de Rosa. Es una respuesta que se produce en Mayo de 2015. Para ese momento ya habían sucedido numerosas novedades que enseguida desgranaremos, pero nos interesa ahora leer esta respuesta como un resumen de la poco receptividad que tuvo una familia y una asociación que buscaban esclarecer unos hechos oscuros y restablecer la justicia. 
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Sin embargo, otras cartas enviadas a otras instancias si es posible que tuvieran repercusión, eso es lo que piensa Ignacio. El caso es que nueve días después de la que la reina Leticia respondiera de manera afectuosa a las peticiones de justicia de la familia de Lucía, Asuntos Internos movió, por fin, ficha. Pudo ser por alguna sugerencia real o pudo ser porque el incendio se empezaba ya a propagar de manera caótica y había que controlarlo. Tal vez nunca se sepa. Pero esta vez Asuntos Internos se personó en la Fiscalía de Málaga con motivo de una denuncia anónima que esta vez decidieron hacer caso, sobre las extrañas vinculaciones de Manuel Herrero con miembros en activo del SEPRONA. Estamos en septiembre de 2014. Dos días después de esta novedoso hecho, el coronel de la comandancia Jesús Esteban recibe a Rosa, en representación de la familia de Lucía y a Ignacio como secretario de la AUGC e impulsor de las denuncias que afectaban a varios miembros de la guardia civil. Para Rosa aquella entrevista fue algo más que tensa. Rosa le sorprendió con una pregunta inesperada. ¿Se considera usted un hombre integro? Durante casi un minuto el coronel permaneció callado, sin decir nada. El silencio cortaba el ambiente como un cuchillo. 
.- La verdad es que no me esperaba esa pregunta, fue su respuesta.
Rosa insistió en que quería respuestas de todo cuanto estaba pasando. El coronel se limitó a responder que había pocas respuestas. Pero tal vez lo que mas indignó a la hermana de Lucía fuera el hecho de que este mando de la guardia civil intentara desprestigiar a Ignacio Carrasco. 
.- ¿Usted sabe que tiene una enfermedad que le incapacita como guardia civil? Y a pesar de eso ¿sigue confiando en él?
.- Más que en Dios, respondió Rosa. Es la única persona que he conocido en los últimos años que me ha demostrado su honestidad y su lealtad. 
Ignacio Carrasco tiene una hoja de servicios intachable. Durante treinta años permaneció en activo como miembro de la guardia civil. El primer día que este autor se entrevistó con él le facilitó todos sus datos. En ese momento estaba sometido a una permanente tensión y sabía que intentaban desacreditarle por todos los medios. Su hoja de servicios se extiende desde el año 83 hasta el año 2013 en que causó baja del servicio y fue declarado no apto. Entre otros destinos prestó servicio en la provincia de Guipúzcoa en los años en que ser trasladado al País Vasco era literalmente jugarse el tipo. En su expediente figuran numerosas condecoraciones y felicitaciones por su trabajo. Como ya queda reflejado en páginas anteriores, Rosa se puso en contacto con él en el verano de 2010. En ese momento, tal y como sucede en la actualidad, era y es el secretario provincial de la AUGC de Málaga. Enfrentarse a toda esta maraña de acontecimientos con los que tuvo que lidiar y apoyar a la familia de Lucía podía poner en peligro su permanencia en el seno de la guardia civil, aunque parezca increíble.  Como este autor ha podido comprobar  en el trabajo previo a la elaboración de estas páginas, sucede con una frecuencia mas habitual de lo que sería de desear, que aquellos guardias civiles o policías que resultan incómodos para el status quo  por sus denuncias o por su intransigencia ante conductas irregulares, son objeto de expedientes disciplinarios o castigos en forma de traslados o de servicios,  en los que a veces es complicada la defensa. La única salida que queda es pedir la baja por problemas psicológicos, hecho que sirve para garantizar al menos una pensión.
Este fue el caso de Ignacio que tras treinta años ejerciendo sus labores profesionales se vio abocado a recurrir a esta “estrategia” como única defensa ante lo que se le venía o se le podía venir encima.
Para el coronel, sin embargo, esto era lo más trascendente. No el hecho de que tanto él como su asociación como la familia de Rosa estuvieran luchando por establecer la verdad de lo que había ocurrido a Lucía y desentrañar las prácticas corruptas de algunos agentes que estaban manchando el buen nombre de la institución. 
Y había algo que todavía enfurecía más a la familia de Lucía. ¿cómo era posible que agentes investigados y procesados en sumarios que tenían que ver con la muerte de Lucía fueran condecorados por los mandos de la guardia civil  de Málaga e incluso por el propio ministro de defensa? ¿es que se les protegía? 
[bookmark: _GoBack]Tal vez lo más sensato hubiese sido paralizar esas condecoraciones a la espera de una sentencia judicial. Pero, como comprenderá el lector, a estas alturas, todo lo que rodea este caso es ilógico y alejado de la ética que debe presidir las instituciones democráticas del estado.
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JUZGADO DE INSTRUCCION N° 6 DE MALAGA

¢/ FISCAL LUIS PORTERO GARCIA S/N (CIUDAD DE LA JUSTICIA) PLANTA 1*
Telétono: 951939046-246. Fax: 051939146,

Ejecutoria n*: . Negociado: cC 3 0\ ﬂ\
Procedimiento: PROCED. ABREVIADO 20/2014 5 s
N.ILG.: 2006743P20110097414

De: ROSA GARRIDO PALOMINO

Procurador/a: JOSIT KAFAEL RAMOS GUZMAN

Letrado/a:

Contra: MANUEL ALONSO HERRERQ

Procur: doile:

Ietrado/a:

PROVIDENCIA DEL/DE LA MAGISTRADO-JUEZ D./DNA. JUAN CARLOS
VELASCO BAEZ

En MALAGA., a trece de tebrero de dos mil catorce.

Por devuelts ias actuaciones del Mlnisterio Fiscal, dese traslado a las partes por
iy do 0 diss, sara que ¢’ tamino de 10 dias presenten escrito de Acusacion.

Deduzease testimonio de los folios interesados por el Ministerio Fiscal , de su escrito
y de L prasene tesolucion paru para proceder contra el acusado MANUEL ALONSO
HEQREXC por it delito de alzamiento de bienes del articulo 257 del Codigo Penal

ILMU, THUER10 DE PROCURADORES

2y FEB. 2014

NOTIFICAGI
AL PROCURA%%R,

Lo manda y firma $ 8%, doy fe.

DILIGHNCIA.- Seauidamente se cumple lo mandado. Doy fe.-

i velacion a los datos de cardcter personal, sobre su confidencialidad y prohibicién de
transmision o comicacion por cualquier medio o procedimiento, deberan  ser tratados
ex oty varicnte paed s fines propics de la Administracién de Justicia (ex Ley Orgdnica
1599, do 13 de diciombre, de proteccion de datos de cardcter personal)”.
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JUZGADO DE INSTRUCCION N° 4 DE MALAGA
CIUDAD DE LA JUSTICIA. €/ FISCAL LUIS PORTERO, S/N
Teléfono: 951-939044 951-939244. Fax: 951-939144,

Procedimiento: Procedimiento Sumario Ordinario 1/2012, Negoclado: EN
N.LG.: 2906743P20080035414,

De: ROSA PALOMINO CASTRO (1LMO. COLEGTG pp prer =

Procurador/a: RAMOS GUZMAN, JOSE «-~~Efiqjiﬂq_(’uﬂliuoﬁhu

Letrado/a: RAFAEL GUZMAN GARCIA ’

Contra: 15 NUV‘ 20'2

Procurador/a: NOTIF

i IFICA

Letrado/a; M&Q—C U F?A'\B,C\')R }

SeA—d A

AUTO

FEn MALAGA a 12 de noviembre de dos mil doce.

ECHOS

UNICO.- Por este juzgado se sigue ¢l Sumario 1/2012 por la muerte de LUCIA GARRIDO
PALOMINO el pasado 30/04/2008, habiendo interesado el Ministerio Fiscal en informe de
9/09/2012 la inhibicion a los juzgados de violencia sobre la mujer

AMIENTOS JURI S

UNICO. Por este juzgado se acordd por auto de 4/5/2009 el sobreseimiento provisional del
procedimiento(art. 641.2 de la L.E.CRM), procediendose a la reapertura a peticién de la
Acusaciéon Particular y el Ministerio Fiscal el pasado 1/04/2012, enconmendéndose la
investigacién al GRUPO DE HOMICIDIOS DEL CUERPO NACIONAL DE POLICIA,
cuyas conclusiones se recogen en el informe de fecha 25/09/2009(en particular el folio 13), y
de las que se desprende que las sospechas policiales se centran, exclusivamente, en la
persona de su excompafiero sentimental MANUEL ALONSO HERRERO. Este instructor
considera, coincidiendo con los investigadores policiales, que existen indicios suficientes
para practicar la diligencia de declaracion de imputado de esta persona y proseguir con la
instruccion de la causa, en lo que también coinciden la Acusacidn Particular y el Ministerio
Fiscal(de otro modo no se comprende la peticién de inhibicién). Por ello, de conformidad
con el art. 87 ter de la L.O.P.J., procede acceder a lo solicitado.

PARTE DISPOSITIVA

Se acuerda la INHIBICION del conocimiento de este procedimiento a favor de los Juzgados
de VIOLENCIA SOBRE LA MUJER DE MALAGA.
CON_CARACTER PREVIO A N, CION NOTIFIQUESE EL. AUTO DE

1/04/2012 A MANUEL ALONSO HERRERO.
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JUZGADO DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER N° 1 DE

MALAGA

Teléfono: 951939057. 951939257. 951938304. 951938303 . Fax: 951 939 157.
Procedimiento: DILIGS.PREVIAS 1351/2012. Negociado: CH
N.I.G.: 2906743P20080035414.

De: ROSA PALOMINO CASTRO

Procurador/a: MARIA TERESA BAENA REBOLLAR

Letrado: JESUS ORELLANA LOZANO

De: ROSA MARIA GARRIDO PALOMINO
Procurador: MARIA TERES ABAENA REBOLLAR
Letrado/a: LUIS PORTERO DE LA TORRE

it e i et il b

Contra: MANUEL ALONSO HERRERO
Procurador/a: BELEN ALONSO MONTERO

Letrado/a: GUILLERMO JIMENEZ GAMEZ

PROVIDENCIA DEL/DE LA MAGISTRADA-JUEZ. D./DNA. MARIA DE LOS
ANGELES RUIZ GONZALEZ

En MALAGA, a veinticinco de marzo de dos mil catorce.

A la vista de la anterior comparecencia, requierase al grupo de homicidios de la
Guardia Civil de Mélaga a fin de que remitan copia de DVD 17.673/2012, al encontrarse
este deteriorado siendo imposible su grabacion conteniendo grabaciones de escuchas
telefonicas de diversos teléfonos moviles y fijos de la investigacion de la presente causa que
fue remitido en su dia al Grupo de Homicidios de la Policia Nacional de Malaga en fecha 22
de mayo de 2012

Lo manda y firma S.S*., doy fe.

DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo mandado. Doy fe.-

“En relacion a los datos de cardcter personal, sobre su confidencialidad y prohibicion de
transmision o comunmicacion por cualquier medio o procedimiento, deberdn ser tratados
exclusivamente para los fines propios de la Administracion de Justicia (ex Ley Orgdnica
15/99, de 13 de diciembre, de proteccion de datos de cardcter personal)”.
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proceda en derecho DIGO:

PRIMERO.- Que la Asociacién Unificada de Guardias Civiles (AUGC), es mayoritaria en la
provincia de Malaga, y en sus estatutos figuran, entre otros, como principios rectores, la lucha
contra la corrupcion, especialmente dentro de la Institucion de la Guardia Civil.

Es por ello por lo que solicitamos, que por esta Fiscalia de la Audiencia Provincial de Malaga, se
lleven a cabo las gestiones necesarias a fin de obtener la reapertura de las diligencias Previas
3004/2009, seguidas ante el Juzgado de Instruccién numero 10 de los de Malaga, por el homici-
dio de Derian José Morales Feria y Edward Andrés Gémez, stbditos colombianos, hechos ocu-
rridos el 25 de abril de 2009, en la finca Los Naranjos de Alhaurin de la Torre (Malaga), que en
la actualidad se encuentran sobreseidas y archivadas, como consecuencia del dictado de un auto
de sobreseimiento y archivo de fecha 18 de diciembre de 2009, motivado por la peticién de esta
Fiscalia.

SEGUNDO.- Todo ello en base a los siguientes hechos:

En las Diligencias Previas n° 4322/2014, iniciadas recientemente por el Juzgado de Instruccién
n° 12 de Malaga, ha resultado imputado el principal investigado, Andrés Luis Fernandez Barea;
y al que, entre otros delitos, se le ha imputado el de tenencia ilicita de armas, al haberse interve-
nido durante el registro de su domicilio un armar corta ilegal.

El arma mencionada, segln la informacién publicada en la prensa, ha llevado a los investigado-
res hasta la localizacién de un taller donde se reparaban armas cortas que previamente habian
sido inutilizadas y vueltas reparar para uso ilegal.

Hemos de poner de relieve que las caracteristicas de las armas intervenidas coinciden plenamen-
te con la pistola marca Walther, que fue encontrada junto al cadaver de Derian José Morales
Feria, como asf lo acredita el informe del Departamento de Balistica y Trazas Instrumentales del
Servicio de Criminalistica de la Guardia Civil, quienes determinan en sus conclusiones “que la
pistola Walter tiene el nimero de identificacién limado y es susceptible de haber estado inutili-
zada y puesta de nuevo en funcionamiento”.

La persona que ha llevado hasta el taller de reparacién de armas ilegales ha sido, como ha que-
dado dicho, Andrés Luis Ferndndez Barea, en cuyo poder se encontré el arma que condujo a los
investigadores hasta el taller ilegal. Este individuo aparece en las Diligencias Previas n°
1351/2012, instruidas por el Juzgado de Violencia de Género n° 1 de Maélaga. por el asesinato de
Lucia Garrido, ocurrido el dia 30 de abril de 2008, en la finca de los Naranjos de Alhaurin de la
Torre.
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El dia 27 de junio de 2012, por el Grupo de Homicidios del Cuerpo Nacional de Policia, se le
tom¢ declaracion en relacion a unas escuchas que tuvieron lugar el dia 07 de febrero de 2009 a
las 21:13:18, en que la persona investigada por el asesinato de Lucia Garrido hablaba con el res-
ponsable-de un taller de armas, sobre el arreglo de unas pistolas, posteriormente a esta conversa-
cién tiene lugar la conversacion de Manuel Alonso, imputado por el asesinato de Lucia Garrido,
con Andrés Luis Ferndndez Barea, persona que, como decimos, ha conducido hasta el depésito
de armas ilegales encontradas por la Guardia Civil.

En el audio sus interlocutores resuelven pedir unas piezas y funda del arma a Alemania lo que
hace suponer el origen de ésta.

El arma que aparece junto al cadaver de Derian José Morales Feria y que segtin los instructores
fue usado por esta persona (el fallecido), es una pistola marca Walter, de fabricacién Alemana,
de la que sorprendentemente no aparecen restos de ADN del fallecido, a pesar de la abundante
sangre en el cuerpo y en el escenario de los hechos, después de haber recibido un disparo de
escopeta en el pecho que previamente le alcanzo el antebrazo izquierdo, lo que provocé la pro-
yeccién de abundante sangre y restos de tejido bioldgico hacia el exterior del cuerpo, que deberia
de haber alcanzado a la pistola que portaba en la otra mano, pero que sorprendentemente no ocu-
1ri6, en cambio si aparecen restos de ADN, tomados de la empufiadura y corredera de la men-
cionada pistola, y que se corresponden a una cuarta persona de quien se desconoce su identidad,
seglin consta en el informe emitido por el Departamento de Biologia del Servicio de Criminalis-
tica de la Guardia Civil, en el que concluye que “los restos organicos presentes en la pistola Wal-
ter, se obtiene otro perfil genético (varén 4).

De todo lo expuesto no queda probado, ni tan siquiera por indicios, que la pistola que se le atri-
buye a Derian Morales fuera usada por éste y en cambio si existen pruebas materiales que hacen
pensar su uso por tercera persona. Entendemos que este hecho es fundamental y debe ser sufi-
cientemente aclarado en el escenario de este homicidio.

Sin embargo, si existe una linea de unién en la conversaciéon mantenida entre Manuel Alonso
Herrero y Andrés Luis Fernandez Barea sobre una pistola de la que se deduce es de fabricacion
Alemana y la pistola que aparece junto al cadaver de Derian Morales Feria, y deberia ser inves-
tigada, estos comunes son:

1°) Se deduce que el arma de las escuchas telefénica es una pistola de fabricacién alemana y la
que se encuentra junto al cadaver de Derian Morales es una pistola marca Walther de fabricacion
alemana.

2°) Tanto en el caso de Andrés Luis Fernandez Barea como en el de Manuel Alonso Herrero, a
fecha de hoy, se ha probado su relacién con la tenencia de armas cortas ilegales, si bien, a este
ultimo solo se le relaciona a través de testigos que declaran en las Diligencias Previas
1513/2008, instruidas por el asesinato de Lucia Garrido, en la que dicen que Manuel “...solia
comentar que €l podia comprar armas cortas y largas ilegales con facilidad para luego venderlas
y llevarse una comision™ (declaracion de José Antonio Pérez Ruiz). Esta declaracion realizada
tiempo atras cobra sentido, dada la amistad con Luis Andrés Ferndndez Barea que se evidencia
en las muchas llamadas detectadas en las escuchas de las mencionadas diligencias, fundamen-
talmente después del hallazgo del taller de armas a través de este tltimo.
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3°) Tanto el arma intervenida a Luis Andrés Ferndndez Barea, como la pistola Walther encontra-
da junto al cadver de Derian Morales Feria poseen las mismas caracteristicas, es decir, son ar-
mas inutilizadas y vueltas a reparar para su uso ilegal.

4°) En la pistola que aparece Jjunto al cadaver de Derian Morales, sorprendentemente no apare-
cen restos de ADN del fallecido, a pesar de la abundante sangre en el cuerpo y en el escenario de
los hechos, después de haber recibido un disparo de escopeta en el pecho que previamente le

cuarta persona.

5°) La participacion de Manuel Alonso Herrero tanto en la conversacion que tuvo lugar el dia 7
de febrero 2009, y el homicidio de Derian Morales Feria, ocurrido el 25 de abril de 2009.

6°) Que en ambos hechos participaron en la investigacién los oficiales de la Guardia Civil desti-
nados en la Unidad de Policia Judicial, que posteriormente a estos hechos Y a su sobreseimiento
provisional fueron procesados junto a Manuel Alonso en Diligencias Previas 425/2010.

En estos audios, derivados de las escuchas telefénicas realizadas por los investigadores durante
la instruccion de la causa sobre el asesinato de Lucia Garrido, se habla de armas cortas, y fueron
entregados mediante copia en cd al Juzgado de Instruccion n° 4 de los de Mélaga, que en esos
momentos instrufa la mencionada causa sobre el asesinato de Lucia Garrido, de forma sorpren-
dente con la calificacién o el comentario de “sin interés policial”, firmado Yy suscrito por el ca-
pitan de policia judicial, de la Guardia Civil, Manuel Juan Martin Lépez, que resultaria imputado
¥ posteriormente procesado, al estar encartado en una operacion contra el narcotrafico efectuada
en 2010, Diligencias Previas 425/2010, instruidas por el Juzgado de Instruccién n® 11 de Mélaga,
€n esta operacion resultaria también imputado y procesado el teniente de la Guardia Civil del
EDOA, Valentin Fernandez Francisco, junto al principal sospechoso y posteriormente imputado
por el asesinato de Lucia Garrido, Manuel Alonso Herrero, estos tltimos ingresaron en prision
preventiva por supuesto trafico de drogas, entre otros cargos. Diligencias estas, en las que la
Asociacion Unificada de Guardias Civiles (AUGC) se encuentra personada para ejercer la acu-
sacién popular en cumplimiento a sus estatutos, en lo que se refiera a la lucha contra la corrup-
cién en nuestra Institucion.

Los referidos hechos, acompariados de otras circunstancias, motivaron que se retirase a la Guar-
dia Civil de la investigacién del caso del asesinato de Lucia Garrido, y en su lugar se determing
Judicialmente que la nueva investigacion fuera realizada por el Grupo de Homicidios del Cuerpo
Nacional de Policia.

TERCERQO.- En base a todo lo expuesto, y a que en ambas diligencias contaron con la participa-
cion activa de los antes mencionados Oficiales de la Guardia Civil, destinados en la Unidad de
Policia Judicial de la Comandancia de Malaga, y hoy procesados en las Diligencias Previas n°
425/2010, instruidas por el Juzgado de Instruccién n° 11 de Malaga; y que en ambas diligencias
fue imputado Manuel Alonso Herrero, haciendo notar expresamente que en las diligencias por el
asesinato de su ex pareja Lucia Garrido, de forma sorprendente, no fue imputado hasta que se
produjo su reapertura. tras la investigacion realizada por el Cuerpo Nacional de Policia, lo que

W
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viene a reforzar aun mas, si cabe, las sospechas de su intensa relacién con los hechos acaecidos
en el fallecimiento de los subditos colombianos, como se expone en el presente escrito, debido a
las especiales relaciones que mantenia Manuel Alonso con miembros de la Guardia Civil, y por
ende la pretension de esta parte en relacién con la reapertura de la causa sobre la muerte de los
dos subditos colombianos.

Seglin se desprende tanto de las diligencias, como de los informes efectuados durante la instruc-
cion, existe una serie de incongruencias, de gran relevancia, entre el relato de los hechos sosteni-
dos por el imputado, Manuel Alonso, y el resultado de la inspeccion ocular, y otra serie de prue-
bas, entre la que cabe destacar la ausencia de restos biolégicos del fallecido, en la pistola Walther
que supuestamente utilizo uno de los que resulté muerto, lo que hace necesario esclarecer, a la
vista de los nuevos hechos, que desde el sobreseimiento provisional han tenido lugar, que podrian
arrojar luz sobre este caso, como ya ocurri6 tras la reapertura de las actuaciones por el asesinato
de Lucfa Garrido. No cabe duda de que ambos casos se encuentran estrechamente relacionados,
por varios motivos, en primer término, por el lugar donde ocurrieron los hechos, ademas de ello
por la coincidencia de los guardias civiles actuantes, se encuentren procesados junto a la persona
que investigaban y la falta de resultados en su investigacion, y finalmente por tener ambos proce-
dimientos a la misma persona, Manuel Alonso, como imputado.

CUARTO.- Por todo lo expuesto y en base a lo preceptuado en nuestros estatutos, en cuanto que
son parte de la razén de ser de la Asociacion Unificada de Guardias Civiles, solicitamos de esta
Fiscalia que se realicen las actuaciones necesarias para obtener LA REAPERTURA de las Dili-
gencias Previas n° 3004/2009, que se seguian ante el Juzgado de Instruccion n° 10 de Malaga, por
el homicidio de Derian José Morales Feria y Edward Andrés Gémez, stibditos colombianos.

QUINTO.- A fin de esclarecer estos y cualquier otros hechos que puedan ser constitutivos de
infraccion penal, y en especial, los que puedan estar relacionados con hechos de corrupcion, fun-
damentalmente en el seno de la Institucion de la Guardia Civil, quedamos a disposicién de la Fis-
calia de la Audiencia Provincial de Mélaga.

En su virtud,

SOLICITO A VD., que tenga por presentado este escrito, y conforme a su contenido, mande
realizar las actuaciones necesarias para que el Juzgado de Instruccién nimero 10 de Malaga
acuerde, mediante la resolucion que proceda, LA REAPERTURA de las Diligencias Previas n°

3004/2009, que se seguian ante el mismo, por el homicidio de Derian José Morales Feria y Ed-
ward Andrés Gomez.
En Mélaga a 6 de agosto de 2014.

Fdo.: Cristébal Ignacio Carrasco Navarro
Secretario General Provincial de Mélaga
de la Asociacién Unificada de Guardias Civiles
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~DEFENSOR
- DEL PUEBLO
N° Expediente: 14018086
Sra. Dfa. EL DEFENSOR DEL PUEBLO
ROSA PALOMINO CASTRO REGISTRO
C/ ALAMEDA BARCELO N° 58 3° PTA. B SALIDA
29014 MALAGA 19/05/2015 - 15040361

Estimada Sra.:

En relacion con su queja, registrada en esta Institucion con el nimero de
referencia arriba indicado, se le participa que se ha recibido de la Fiscalia General del
Estado el informe que preceptia el articulo 18 de la Ley Organica 3/1981, de 6 de abril,
del Defensor del Pueblo.

En el mismo se informa de que como consecuencia del fallecimiento de su hija,
se sigue el procedimiento Diligencias Previas 1351/12 del Juzgado de Violencia sobre la
Mujer numero 1 de Malaga, en tramite en la actualidad, en el que esta usted personada.

Las Diligencias Previas 425/10 del Juzgado de Instruccion nimero 11 de Malaga
estan pendientes de celebracion de juicio oral que ha sido sefialado en varias sesiones
por la seccion segunda de la Audiencia Provincial de Malaga, con inicio en el mes de
septiembre de 2015.

En relacion con la tramitacion de las Diligencias Previas 3004/09 del Juzgado de
Instruccion nimero 10 de Malaga informan que no estd usted personada, ni aparece
como denunciante ni testigo. En cualquier caso, nos comunican que se encuentra
archivado por auto de sobreseimiento de 18 de diciembre de 2009.

En relacion con el escrito presentado por la Asociacion de Guardias Civiles en
fecha 6 de agosto de 2014 solicitando la reapertura de las Diligencias Previas 3004/09,
comunican que el Ministerio Fiscal informé que las citadas diligencias se incoarom
exclusivamente por la muerte de dos subditos colombianos que irrumpieron en la
vivienda de don Manuel Alonso Garcia, quien repelio los disparos efectuados por los
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Las politicas de privacidad y €l tralamiento de los dalos de caracter personal se realizan conforme a lo dispuesto en la Ley Organica 15/1999, de 13 de diciembre, de Proteccitn de Datos de Carécler Personal, y en la Instruccion del Defenscr del

Pueblo de 23 de sepliembre de 2008 (BOE de 8 de diciembre de 2008) donde se establece el procedimiento para que los ciudadanos puedan obtener gratuilamente informacion sobre sus dafos e igualmenie proceder a solicilar la rectificacion,
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N° Expediente: 14018086
anteriores que resultaron muertos. Ninguno de los datos aportados en el escrito se

considerd suficiente por la Fiscalia para justificar la reapertura de la investigacion.

Por Gltimo, las Diligencias Previas 4322/14 del Juzgado de Instruccion namero 12
de Malaga, actualmente en tramite, se refieren a delitos contra la salud publica,
blanqueo de capitales, cohecho y falsedades.

De todo lo anterior, no considera el Fiscal que existan datos suficientes para
considerar, ni siquiera indiciariamente, una posible conexion entre todos estos

procedimientos.

Por ello, se comunica la finalizacion de las actuaciones iniciadas en su momento
y el archivo de su expediente.

Le saluda muy atentamente,

[Lolsd Bl

—

Soledad Becerril
Defensora del Pueblo

El presente documento es una copia fiel de un documento seliado electronicamente mediante un certificado emitido por la Fabrica Nacional de Moneda y Timbre para
actuaciones administrativas automatizadas.
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JUZGADO DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER
NUMERO UNO DE MALAGA
DILIGENCIAS PREVIAS NUM. 32/2007

AUT 0

Enlaciudad de Malaga,a cinco de enero de dos Iml 51ete

HECHOS -
: UNICO./ Las presentes diligencias se incoaron en virtud de denuncia formulada por
LUCIA GARRIDO PALOMINO contra MANUEL ALONSO HERRERO, por la supuesta
comision de un delito de amenazas en el 4mbito familiar

RAZONAMIENTOS JURIDICOS

UNICO./ Que, el articulo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dispone

que “ El Juez de instruccién dictaré orden de proteccién para las victimas de la violencia

doméstica en los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisién de delito o folta
contra la integridad fisica ( cual es el caso)... resulte una situacién objetiva de riesgo para la
victima que requiera la adopcion de alguna de las medidas de proteccidn reguladas en este
articulo ” :

En el presente caso , entiende la que suscribe que no concurren la circunstancias que
permiten la adopcién de la med1da interesada, y ello porque si bien existen indicios de la
comisién de un delito contra la libertad ( amenazas ), no se aprecia por la que suscribe una

51tuac10n objetiva de riesgo.
A esta conclusién se llega haciendo examen de las deéclaraciones prestadas por

ambos 1mphcados asi como por la prueba practicada. Sin dudar de la veracidad del testimonio

de la denunciante , lo que debers ser apreciado en el momento procesal oportuno, lo cierto es

~ que examinando la documental aportada se comprueba que existe otra denuncia de fecha -
octubre de 1997, presentada por la Sra. Alonso Herrero, en términos practicamente idénticos

a presente denuncia. Si la denunciante reanudé la convivencia con el entonces y ahora
denunciado realmente seré porque ni ella misma, pese a la denuncia, apreciaba la situacién de
riesgo.

La que suscnbe considera que evidentemente existe una crisis de pareja muy
importante , lo que ha dado lugar a denuncias mutuas, acrecentada aiin mas por 1os problemas -
reIat1vos al reparto patrimonial de los supuestos bienes comunes, pero independientemente de
que se haya cometido o no un delito , el ‘derecho penal no debe ser utilizado para obtener
urgente respuesta a situaciones que deben ser resueltas en el 4mbito de un procedimiento civil.

Por tanto, no procede adoptar medida de alejamiento, y en consecuencia, no procede
tampoco la adopcién de medidas civiles para con la hija menor, sin perjuicio de que los

implicados acudan al procedimiento civil que corresponda solicitando, si lo con31deran
necesario, adopcién de medidas previas a demanda

Vistos los preceptos legales citados, y demds de general aplicacion
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PARTE DISPOSITIVA

NO HA LUGAR A LA ADOPCION DE ORDEN DE PROTECCION
interesada por la denunciante.

Contra el presente Auto cabe interponer recurso de reforma ante este mismo Juzgado,
y ello en el plazo de tres dias

Asf lo acuerda, manda y firma la Iltma. Sra. DONA MARIA DE LOS ANGELES
RUIZ GONZALEZ, Magistrado- Juez del Juzgado de Violencia sobre 1a Mujer y su Partido./
Doy fe. - _

DILIGENCIA./ Se cumple lo acordado./ doy fe
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JUZGADO DE INSTRUCCION N° 10 DE MALAGA
C/ FISCAL LUIS PORTERO GARCIA S/N 1> PLANTA -CIUDAD DE LA JUSTICIA-
-TEATINOS-

Teléfono: 951/939.050 y 951/938.175-76. Fax: 951/939.150.

Procedimiento: DILIGS.PREVIAS 3004/2009. Negociado: -T

Ejecutoria N°:

N.1.G.: 2906743P20090035028.

De: LILIANA ELIZABETH CHAVEZ LOPEZ

Procurador/a: FRANCISCO IBANEZ CARRION

Letrado/a: JOSE LUIS GARCIA-ROSEL DIAZ

Contra: MANUEL ALONSO HERRERO

Procurador/a: MARTA MERINO GASPAR

Letrado/a: MARIA BELEN MORA SEGUNDO

AUTO

En MALAGA a veintiuno de diciembre de dos mil nueve.

HECHOS

UNICO.- El presente procedimiento se incoo por los hechos que resultan de las
anteriores actuaciones, habiéndose practicado las diligencias de investigacion que constan en
autos.

RAZONAMIENTOS JURIDICOS

PRIMERO.- De lo actuado se desprende que los hechos investigados son
constitutivos de infraccion penal, si bien no existen motivos suficientes para atribuir su
perpetracion a Manuel Alonso Herrero, pues de las diligencias de investigacion practicadas
se desprende que ambos fallecidos entraron por la noche en el domicilio de aquel portando
ambos armas de fuego, yendo con el rostro cubierto. defendiendose Manuel Alonso,
causando este la muerte de aquellos, sin que de las diligencias hasta ahora practicadas se
desprenda otra cosa y asi resulta tanto del atestado como de los analisis efectuados que
determinan que los disparos se realizaron a algo mas de 2 metros de distancia, y por ello es
procedente, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 789-5°-17 y 641-2* de laLey de
Enjuiciamiento Criminal, decretar el sobreseimiento provisional de estas actuaciones.

SEGUNDO.- Conforme dispone el art.779.1.1* de la LECr se debera notificar dicha
resolucion a quienes pudiera causar perjuicio la misma, ain cuando no se hayan mostrado
parte en la causa.

PARTE DISPOSITIVA

SE ACUERDA EL SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL Y ARCHIVO DE LA
PRESENTE CAUSA RESPECTO DE MANUEL ALONSO HERRERO.
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MELILLA

.PLAZA DEL MAR 3/N, EDIF V° CENTENARIO TORRE NORTE, €° PLANTL
Teléfono: 952698950-952698951 Fax: 952698957
2005R0

DILIGENCIAS PREVIAS PROC. ABREVIADO OOONEN /2013

Delito/Falta: CONTRA LA SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABAJO

enunclanc 1Cel

Procurador/a:
Zbogado: ABOGADO DEL ESTADO - -

DECLARACION DE TESTIGO
DON/DONA

DATOS DE IDENTIFICACION

DNI/NIE/PASAPORTE: |
DOMICILIO:

NACIDO EN: el dia

HIJO DE .y de

En MELILLA, a doce de Diciembre de dos mil trece.

Comparece ant la persona antes identificada, asisten
igualmente a est declaracidén el Letrado de la Acusacién

~particular NN v cl letrado de la

defensa D. José Luls Montesinos Ferndndez Abogado del Estado.

0
W
)
I

nterado . del contenido  del - articulo 436 de la Ley de
1juiciamiento Criminal {(si conoce o no al/a la imputado/a/s o
procesaao/a/s y. a las demads partes, y 'si tiene con elles/as
parentesco, amistad. ©¢ relaciones de cualguier otra clase, si
ha estado procesado y la pena que se le impuso) MANIFIESTA:

'JL*.i

'5.8%. le hace saber la obligacidén que tiene de ser veraz y las
penas’ con que el Cdédigo Penal castiga el delitc de falso

testimonio en ‘causa criminal.

' Le recibe -juramento, que presta ofreciendo decir verdad en -lo -
que sepa.y-.se le pregunte, ‘e interrogado convenientemente,
DICE: o a5 S et el o
i preguntas del Letrado de la defensa vy préeguntado si hizo
.alguna manlfestacwon specto al ‘incidente ocurrido mal Srf

B cnifiesta que si.
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JUZGADO DE INSTRUCCION N° 6 DE MALAGA

C/ FISCAL LUIS PORTERO GARCIA S/N (CIUDAD DE LA JUSTICIA) PLANTA 1°
Teléfono: 951939046-246. Fax: 951939146.

Procedimiento: DILIGS.PREVIAS 8541/2011. Negociado: CC

N.LG.: 2906743P20110097414.

De: ROSA GARRIDO PALOMINO

Procurador’s:
Letrado/a:
Contra: MANUEL ALONSO HERRERO
Procurador/a:
Letrado/a:
DECLARACION DE TESTIGO
DECLARANTE
NOMBRE Y APELLIDOS: I
N.I.E - I
pomiciLIo: I

Nacipo/a oL I

En MALAGA, a veintiseis de junio de dos mil trece.

Ante S.S* con mi asistencia como Secretario Judicial comparece el/la arriba
indicado/a, al objeto de prestar declaracion como testigo en la presente causa.

Asisten a la declaracion los letrados D: Rafael Guzman Garcia por la Acusacion y el
letrado D: Jose Luis Montesinos Fernandez por la defensa.

S.S. le instruye de la obligacion que tiene de decir la verdad en lo que fuere
preguntado, asi como de las penas con que cl Cédigo Penal castiga el delito de falso
testimonio en causa criminal.

Seguidamente el/la testigo presta JURAMENTO/PROMESA de decir la verdad en
todo lo que supiere respecto de lo que fuere preguntado/a

Sobre su nombre y circunstancias personales, MANIFIESTA: Que son las que han
quedado resefiadas.

PREGUNTADO/A si conoce a las demas personas implicadas en los hechos
investigados y si tiene con alguna de ellas parentesco, amistad o relaciones de cualquier otra
clase, MANIFIESTA: Que no conoce al Sr. Alonso. que lo conocio a traves de Internet.

PREGUNTADO SOBRE LOS HECHOS OBJETO DE LA CAUSA: MANIFIESTA:









